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Informe Final

La Asistencia Técnica al Programa DESARROLLO PAZ Y ESTABILIDAD II PDRPEII es ejecutada

por un Consorcio conformado por: Ideaborn (ES) y CISP (IT).

Este informe ha sido elaborado con financiamiento de la Comisión Europea.

Las opiniones aquí expresadas son las del consultor y no expresan necesariamente las de la

Comisión Europea.

Resumen ejecutivo
El presente informe representa el producto conjunto final de la Misión de apoyo a actividades con población afrocolombiana relativa a las actividades de Asistencia Técnica Especializada (ATE), proporcionada al  PROGRAMA DESARROLLO REGIONAL PAZ Y ESTABILIDAD II (DRPE II). 

Objetivo de la misión es de contribuir a fortalecer la Red Afrocolombiana de los Montes de María.  Con esta finalidad, se estableció que la ATE de corta duración apoyaría la preparación del Sexto Encuentro Cultural Afromontemariano, participando también como ponente del mismo.   La programación de carácter comunitario, académico y cultural mira  promover la comprensión, reflexión y  análisis propositivos  sobre temáticas emblemáticas para la población afrocolombiana, como son la Ley 70 de 1993, su relación con el desarrollo rural, el sector de la inclusión social, la etnoeducación, la ley de víctimas y la reconciliación.

El presente documento incluye los dos productos esperados de esta misión, como detallado a continuación: 

1.
un análisis sobre la Ley 70 de 1993 (Cap.I) y

2.
una memoria/sistematización del “VI Encuentro Cultural Afromontemariano” llevado a cabo el 29 de mayo de 2013 en localidad María La Baja, Colombia (Cap. II y Anexo I). 

Además, el documento  presenta conclusiones y recomendaciones, basadas, tanto en el profundo conocimiento del tema y de la zona del experto, como en las actividades llevadas a cabo en la misión.

En la INTRODUCCIÓN se presentan datos sobre la población afrocolombiana y la ley 70 de 1993, haciendo hincapié en los retos que se entendían desafiar con dicha Ley, sus fuerzas y debilidades en la puesta en marcha. 

Sucesivamente el CAPITULO I aborda la Ley 70 detallando su contenido, o las políticas fundamentales que la misma ley pretende institucionalizar, destacando también vacíos, tanto de contenido como de formulación e implementación. El capítulo sigue profundizando el análisis de la Ley a la luz de diferentes temáticas relevantes en el contexto actual del país. En relación al desarrollo rural se profundizan temas como la distribución geográfica de la población afrocolombiana, los territorios colectivos, la titulación y el ordenamiento territorial y el proyecto de Ley de Tierras y Desarrollo Rural; la etnoeducación afrocolombiana, presente en el capítulo VI de la Ley 70 de 1993, como mecanismo para protección y desarrollo de los derechos y de la identidad cultural, orientado a visibilizar positivamente los valores de afrocolombianidad el sistema educativo; la Inclusión Social que se identifica, entre otros, a través de la participación a todos los niveles, nacional, departamental y local en los espacios de planeación territorial y en la formulación de planes de desarrollo de comunidades negras como marcos de desarrollo que respeten la diversidad étnica y promuevan el desarrollo sostenible ubicados en el capítulo VII de la misma ley; la relación con la Ley de Victimas y Reconciliación también es un asunto clave en la construcción del país, ya que dos millones, de las 5.445.406 víctimas desplazadas son afrocolombianos, y representan uno de los sectores sociales más vulnerados por el desplazamiento y el desarraigo social, cultural económico y territorial, y la Ley de victimas establece claramente un enfoque diferencial para el goce de derechos; igualmente se analiza los problemas que conlleva acudir a dicha ley por las comunidades afro;  finalmente se considera la ley 70 también en el marco de un escenario de salida de conflicto (postconflicto) a la luz de los recientes acontecimientos y reuniones entre gobierno y grupos guerrilleros y en un hipotético marco para la paz con enfoque afro.  

El CAPITULO II enmarca la ley 70 en el contexto de los Monte de María, y en específico en el VI Encuentro cultural Afromontemariano “Impactos, logros, dificultades de la Ley 70 de 1993 con énfasis en desarrollo rural y etnoeducación”, que se llevó a cabo en localidad María la Baja el día 29 de mayo de 2013 y que ha tenido como ponente principal el experto contratado por la ATE. El capítulo abre con un discurso sobre el contexto de los Montes de María evidenciando los temas relativos a tierras y territorios, al conflicto armado y a sus procesos sociales. Sucesivamente se presenta una sistematización del encuentro cultural Afromontemariano, realizado en la Casa de la Cultura de María  la Baja, detallando tanto la agenda como el desarrollo del evento con sus diferentes intervenciones. También se describen los grupos de trabajo realizados y las conclusiones presentadas por cada uno: I) Etnoeducación, II) Victimas y amenazados, población afro sin tierra y III) territorios colectivos, gestión étnica territorial, zonas de reserva campesinas. Adicionalmente, el anexo 1 detalla las actividades llevadas a cabo por el experto para la preparación del Encuentro (visitas a comunidades, reuniones, encuentros con miembros de mesas afrocolombianas, etc.).

El Capitulo CONCLUSIONES presenta un análisis de las principales temáticas abordadas en los capítulos anteriores, evidenciando las fortalezas de la Ley 70 para la población afrocolombiana, en particular de los Montes de María. 

Finalmente el Capitulo RECOMENDACIONES detalla las sugerencias de la ATE especialmente enfocadas al apoyo a las comunidades afro de los Montes de María; entre ellas destacando el Etnoplan, la Escuela de Liderazgo afromontemariano, la mesas de organizaciones afrocolombianas de los Montes de María, la creación de mecanismos para acercar las entidades gubernamentales a las demandas de las comunidades afrocolombianas, negra, raizales y palenqueras.

En los ANEXOS se incluyen informaciones adicionales que pueden ser relevantes para dar seguimiento a dichas actividades, en particular, las actividades llevadas a cabo para preparar el Encuentro y la Misión en general, y una bibliografía de textos consultados y recomendados sobre las diferentes temáticas abordadas en el presente informe. 
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Introducción
La población total de territorio colombiano es de aproximadamente 47.108.693 de habitantes
. De ella 4.311.757 son Afros, Negros, Palenqueros y Raizales, que corresponden a más del 10%, según Censo DANE 2005.
Los Afrocolombianos son un grupo poblacional con diferentes culturas y sistemas de creencias, que se encuentran insertados en la comunidad nacional y contribuyen a configurar una nación multiétnica y pluricultural, diferenciada en el contexto global. 
Tabla 1 Ciudades con mayor concentración de población afrocolombiana
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Fuente: Censo Año 2005. Corresponde a población censal total del país
Aunque la mayoría habita en las ciudades, una minoría importante, constituida por comunidades    rurales, se ubica en las costas Pacifica y Caribe del país, lugares en donde tradicionalmente se han asentado y donde despliegan, sus manifestaciones culturales propias ancestrales, en los Montes de María, según Censo DANE 2005, la población afrodescendiente asciende a un total de 92.456 personas, equivalentes a un  21.3% del total de la población de la región.   

Este informe, está enfocado en fortalecer las condiciones para el desarrollo, la paz y la reconciliación, a través de iniciativas que promuevan el desarrollo humano, territorial, alternativo y socio-económico regional, con particular atención a los Montes de María. El informe también analiza la legislación de los derechos étnicos territoriales, culturales, sociales y políticos de la Ley 70 de 1993, pero considerando dichos derechos en el contexto del desarrollo y la discriminación sistemática. 

Uno de los principales objetivos de la Ley 70 y la legislación subsiguiente (incluyendo el Proyecto de ley de tierras y desarrollo rural”) es la titulación colectiva de la tierra, como  mecanismo por el cual las comunidades de Afrodescendientes de la región Pacífica, Atlántica, Isleña, en general, y de los comunidades de los Montes de María en particular, pueden conservar, preservar y regular el uso de su territorio, acceder a la tierra por nuevas opciones que brinde el Estado, al desarrollo ambiental y al desarrollo económico, social y político.
Ley 70, sus apuestas, éxitos y dificultades en su ejecución
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Fuente: http://reexistencia.wordpress.com
A 20 años de haberse promulgado la Ley 70 de 1993, el balance de su repercusión e impacto, aunque en momentos diferentes,  equivale al de la Ley 21 del 21 de mayo de 1851 o Ley de la abolición legal de la institución de la esclavización africana en Colombia. 

El impacto en mención, a la luz del análisis pormenorizado de su promulgación y desarrollo, se circunscribe a lo que significó la audacia reivindicatoria del pueblo afro, negro, palenquero y raizal en sus caros intereses, pero también sus dificultades en la materialización ideal y efectiva en el goce y ejercicio de sus derechos humanos, culturales y étnico territoriales, como el Movimiento Social Afrocolombiano la concibió en los momentos de su conquista constitucional.

Si bien, con la primera Ley del 21 de mayo de 1851, se presentó con la arremetida bélica de los grandes esclavistas, que dejó a los pueblos afros del país en la desposesión, la miseria y la marginalidad, con una estructura racista, discriminatoria y excluyente, esta segunda apuesta, de finales del Siglo XX e inicios del XXI, viene enfrentando la arremetida de las élites nacionales, mediada por el conflicto armado junto al gran capital transnacional por los recursos naturales y territoriales que puede aún socavar con mucha más fuerza la realidad material y espiritual de las y los afrocolombianos en uno de los momentos más trascendentales en el reordenamiento económico, político y territorial de la nación.

El hito mayor de la Ley 70 de 1993 estriba en que permitió al pueblo afro, negro, palenquero y raizal convertirse en sujetos de derechos étnicos y ciudadanos por primera vez después de ser impuesta la Constitución de 1886, dando lugar al alcance de los siguientes logros:
· Titular colectivamente más de cinco millones doscientas mil hectáreas territoriales en el Pacifico colombiano y un tanto en la región Caribe. 

· Contar con la oportunidad de trazar una política etnoeducativa afrocolombiana, aún en ciernes.
· Movilizar apuestas de inclusión de derechos con enfoque diferencial afrocolombiano en las políticas públicas en el país y sus entes territoriales allí donde el movimiento afro es capaz de movilizarse.

· Generar estrategias para visibilizar a la población afrodescendiente, sus potencialidades, dificultades, riesgos y en general sus problemas históricos y presentes vigentes.

· Generar un proceso de consciencia organizativa de base que conlleve a la estructuración de mecanismos de intervención en los asuntos locales, regionales y nacionales. 

Igualmente, la Ley 70 de 1993 abre perspectivas a las comunidades afrocolombianas para gestar acciones en la recuperación de sus territorios expropiados, además de acceder a otras posibilidades territoriales en la nueva concepción de la ley de tierras y desarrollo rural que viene agenciando el gobierno, en la medida en que se haga consulta previa libre e informada para dicho prospecto legislativo e incidir en la ley de víctimas y reconciliación como una posibilidad de resarcimiento a las agresiones cometidas en su contra y sus derechos humanos, en particular.
Todo lo anterior, al tener en cuenta que la Ley 70 de 1993, también abarca e incluye un marco legal transversal a muchas otras leyes y sus decretos reglamentarios que dan cuenta del reconocimiento de los derechos étnicos afros, entre ellas convenga señalar la Ley 152 de 1994, (Por la cual se establece la Ley Orgánica del Plan de Desarrollo Nacional );  Ley 115 de 1994 (Ley General de Educación);  Ley 99 de diciembre 22 de 1993 (Ley Ambiental de Colombia, por la cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente, se reordena el Sector Público encargado de la gestión); Ley 160 de 1994, (Por la cual se crea el Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural Campesino, se establece un subsidio para la adquisición de tierras); Ley 191 de 23 de junio de 1995 (Por medio de la cual se dictan disposiciones sobre Zonas de Frontera); Ley 335 de diciembre 20 de 1995 (Por la cual se modifica parcialmente la Ley 14 de 1991 y la Ley 182 de 1995, (Crea la televisión privada en Colombia y se dictan otras disposiciones); Ley 375 de junio 4 de 1997 (Por la cual se crea la Ley de la juventud y se dictan otras disposiciones); Ley 397 de agosto 7 de 1997 (Por la cual se desarrollan los artículos 70, 71 y 72 y demás artículos concordantes de la Constitución Nacional); Ley 434 de febrero 3 de 1998 (Por la cual se crea el Consejo Nacional de Paz, se otorgan funciones y se dictan otras disposiciones); Ley 685 de agosto 15 de 2001 (Por la cual se expide el Código de Minas y se dictan otras disposiciones); Ley 731 de enero 14 de 2002 (Por la cual se dictan normas para favorecer a las mujeres rurales ); Ley 1021 de mayo 20 de  2006 (Por la cual se expide la Ley General Forestal); Ley 21 de marzo 6 de 1991(Por medio de la cual se aprueba el Convenio número 169 sobre pueblos indígenas y tribales). Estas leyes, entre otras,  han ido articulando normas para hacer efectivo el deber del Estado y el derecho de la comunidad a los reclamos que en su debido momento se han hecho y que el país impone en materia de injusticias sociales. 

Conviene también señalar, así mismo, que la ejecución de la Ley 70 de 1993, ha presentado dificultades para el pueblo afro, en la medida que el Estado y los sucesivos gobiernos han dilatado, colocado trabas e impedido la ejecución y reglamentación integral de la ley en su totalidad (Capítulo IV, V y VII). Aunado a esto se encuentran las masacres de dirigentes afros, el desgaste, el fracturamiento, la credibilidad y debilitamiento en el que ha sometido al movimiento social afrocolombiano, dejándolo inane para participar abiertamente en la democracia como sujetos políticos en los marcos de los derechos y deberes de su etnicidad.

Otra dificultad que se ha presentado es en lo concerniente a la formación de la población para apropiar e implementar el contenido de la ley. Es necesario sensibilizar, motivar y educar a la gente en general y a la población Afro, Negra, Palenquera y Raizal, en particular, para la implementación y alcances de la ley en todos sus considerandos, partes y  ámbitos, en su propio desarrollo integral. Para el caso de los afromontemarianos, es un gran instrumento que les ha permitido y les posibilitará acceder en el ejercicio y desarrollo de sus derechos étnicos territoriales, sociales y políticos como lo viene agenciando a través de la Mesa Afrocolombiana de los Montes de María, en solidaridad con los organismos nacionales y de cooperación internacional que los han venido acompañando en estos grandes propósitos, como se despliega en el siguiente informe.
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CAPÍTULO I.

Ley 70 de 1993
Conceptualización

La Ley 70/93, es la ley marco para orientar la atención gubernamental a las comunidades afrocolombianas.   Es   uno de los   valiosos   instrumentos   legales   para   el reconocimiento de los derechos y el mejoramiento de las condiciones de vida, y el ejercicio de la participación organizacional y política dentro de la sociedad colombiana. Las políticas fundamentales que institucionaliza dicha Ley son las siguientes:

1. La construcción y legalización de los territorios afrocolombianos en las zonas de reserva natural, denominadas “tierras baldías”
 mediante la titulación colectiva administrada por Consejos Comunitarios, y la participación en la gestión ambiental y en la explotación de los recursos naturales.

2. El Plan Nacional Especial de Desarrollo de la Población Afrocolombiana, que cada gobierno debe diseñar e integrar al Plan Nacional de Desarrollo en los primeros seis meses de gestión administrativa.

3. La Etnoeducación Afrocolombiana como política educativa estatal que comprende la enseñanza de los estudios afrocolombianos en el sistema escolar público y privado, la promoción del acceso de la juventud afrocolombiana a la educación tecnológica y universitaria, a través de cupos de admisión especial en las universidades públicas y el Fondo Especial de Créditos Educativos Condonables para fomento de la educación superior.

4. La creación de espacios de participación y representación étnica, integrados por las instituciones gubernamentales y las organizaciones afros, para la concertación, evaluación y proyección de las políticas públicas para la atención diferenciada como grupo étnico, la implementación de la legislación especial afrocolombiana y todos los mecanismos para la protección de los derechos étnicos y culturales.

5. La creación de Oficinas de Asuntos Afrocolombianos en todas las instituciones nacionales, departamentales y municipales.  

Es importante tener en cuenta que la Ley 70/93 tiene serios vacíos de formulación, contenidos, aplicación y financiamiento, que desde las comunidades afrocolombianas deben precisar y lograr su superación a través de propuestas legales y de acciones políticas concretas que desarrollen el derecho a la diferenciación positiva, establecido en el artículo 13 de la Constitución Nacional y refrendado e interpretado por la Corte Constitucional en la sentencia número T-422/96, que en algunos apartes sienta jurisdicción en los siguientes términos:

	“La diferenciación positiva corresponderá al reconocimiento de la situación de marginación social de la que ha sido víctima la población negra y que ha repercutido negativamente en el acceso a las oportunida​des de desarrollo económico, social y cultural... Como ocurre con grupos sociales que han sufrido persecución y tratamientos injustos en el pasado que explican su postración actual, el tratamiento legal, especial, ende​rezado a crear nuevas condiciones de vida, tiende a instaurar la equidad social y consolidar la paz interna y, por lo mismo, adquiere legitimidad constitucional... Las mayores oportunidades de participación en los procesos sociales que se brindan a grupos antes marginados, constituyen medios a través de los cuales se busca reducir el déficit de poder efectivo que ostentan en la sociedad global
".

Corte Constitucional


Así mismo la Ley 70 de 1993 exige de las organizaciones afrocolombianas de todo tipo, las autoridades y los políticos de los territorios afrocolombianos el convertirse en grupos permanentes de presión y gestión política ante el gobierno nacional y los gobiernos departamentales y municipales para conquistar la implementación de la Ley 70/93, y el conjunto de la legislación especial afrocolombiana. Además, llama a la necesidad de fortalecer el proceso organizativo y potenciar la capacidad de movilización de los sectores afrocolombianos para poder conquistar la voluntad política y presupuestal suficientes para su implementación en toda la Nación.
	“Debemos darnos unas instituciones que correspondan a los anhelos y a las aspiraciones del pueblo colombiano, que resuelvan problemas ancestrales, que le den cabida y expresión a sectores de la vida colombiana que por décadas o por centurias han sido marginados de la vida de nuestra Nación. Es el caso específico de las comunidades negras, a quienes la sociedad colombiana sometió al abandono, al marginamiento al desconocimiento de sus derechos, y nunca quiso reconocer sus particulares condiciones, y las comunidades negras, abnegadamente, por décadas y décadas, fueron dejando pasar esa situación de indiferencia e injusticia”. 

César Gaviria Trujillo



Ley 70 de 1993 y Desarrollo Rural
El tema de la Ley 70 de 1993 y el Desarrollo rural en los momentos actuales  obliga a poner en consideración el marco de la misma ley en materia territorial con los alcances de ésta, establecer la distribución biogeográfica de la población afrocolombiana, los niveles de apropiación territorial proporcionado por la ley en materia de titulación colectiva y la entonación con la misma en las exigencias del desarrollo rural que viene agenciando el Estado y el presente gobierno. 

La población afrocolombiana viene siendo, sistemáticamente, víctima del conflicto armado que ha tomado escalonamientos y configuraciones distinta, pues durante la década de los ochenta, los noventas y la primera década del siglo XXI, estuvo marcada por las acciones del narcotráfico, el paramilitarismo y la guerrilla, durante los últimos años por bandas criminales organizadas dentro de la misma lógica estratégica, el desplazamiento forzado en aras de colocar los territorios afrocolombianos al servicio de los grandes megaproyectos y extracción de recursos forestales, mineros y energéticos.

Fenómenos estos que en esencia expresa, en últimas, dos visiones encontradas en conflictos y tensiones en torno al desarrollo. De una parte, el de las garantías de los derechos individuales y las lógicas del capitalismo, de otra parte, la defensa de los derechos de los pueblos afrocolombianos de diseñar sus propias apuestas de desarrollo comunitario.

Ambas lógicas que requieren en el futuro inmediato una salida consensuada que permita equidad y justicia para todos tratando con políticas adecuadas las realidades exigentes en los que el Estado y las comunidades afros consideran como posibilidades de desarrollo.
Aspectos territoriales y ambientales de la situación actual de la población negra/afrocolombiana, palenquera y raizal

El tema de territorio y ambiente es substancial a los derechos y al proyecto de vida de la población afrodescendiente en Colombia; constituye el centro y base del derecho a la identidad cultural y al etnodesarrollo; tanto en asentamientos urbanos como rurales, su ubicación y riqueza estratégica en la mayoría de las regiones – Pacífico, Insular, Atlántico, Valles Interandinos- los ha convertido, especialmente en las dos últimas décadas, en espacios de disputa por parte de actores e intereses externos a la población afrodescendiente.

La relación cultura – entorno en la práctica y cosmovisión de la población Negra, Afrocolombiana, Palenquera y Raizal constituye los elementos básicos en la construcción de sus territorios; esta estrecha relación requiere para su equilibrio la conservación tanto del hábitat natural como de los valores culturales que lo acompañan.

Los ecosistemas del territorio ancestral y de asentamiento de la Población afrodescendiente, presentan valores naturales particulares, por sus estructuras y por las funciones y bienes y servicios que proveen a las poblaciones. Poseen importancia global, nacional, y local porque contienen gran parte de la biomasa y de la biodiversidad del planeta. Sin embargo, la introducción de economías extractivas y prácticas insostenibles de intereses externos a las poblaciones locales, pobreza y desigualdad, falta de educación y cambios del clima a nivel global, se constituyen en amenazas crecientes para la sostenibilidad ambiental y cultural de los territorios.

La seguridad humana de la Población Afrocolombiana está amenazada no solamente por las operaciones de grupos al margen de la ley y el narcotráfico, sino también por algunas intervenciones estatales y/o del sector privado, entre las cuales se mencionan la promoción de monocultivos, la fumigación de cultivos ilícitos
 y la construcción de “megaproyectos”. Estas actividades aumentan la desigualdad y la pobreza en el territorio, conducen a la fragmentación y pérdida de la biodiversidad y desconocen la propiedad de derechos colectivos sobre el Territorio-Región
.

a. Distribución biogeográfica de la Población Afrocolombiana y Raizal

La Población Afrocolombiana se encuentra distribuida en todas las regiones biogeográficas del país; es habitante de las selvas tropicales y bosques altoandinos del Pacífico colombiano, los arrecifes coralinos de la costa Caribe y del Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, de los valles interandinos
 - valles, pie de montes y colinas de los Andes colombianos y en pequeñas ciudades cordilleranas. También se registran asentamientos de población afrocolombiana en la Bota Caucana, los Llanos Orientales, la región de la Orinoquia y la Amazonía. Parte de la Población Afrocolombiana descendiente de los cimarrones que contribuyó a la independencia del país y al desarrollo económico del país aún ocupa los antiguos palenques
, haciendas, minas, o plantaciones bananeras y centros petroleros en casi todas las regiones del país – Uré en el Sur de Córdoba, Quibdó, San Rafael de Raspadura, Sincerín, Mahates y Gambote al Oriente de Cartagena.

Mientras que las ciudades albergan una alta Población Afrocolombiana como resultados de los procesos de “desterramiento” y desterritorialización violenta y forzada
 y desarraigo, el territorio ancestral de los afrocolombianos en las regiones Pacífica y Costa y de los raizales en la región insular, albergan nuevos “propietarios” procedentes de todo el país
 (Durán, 2004) cuya identidad cultural y relación con los elementos de la naturaleza son contrarios a la visión, los valores y sistemas productivos ancestrales (Grueso, 2003). Hay una tendencia creciente hacia relaciones conflictivas entre poblaciones ancestrales y “nuevos propietarios”.

El territorio del Chocó Biogeográfico es “expulsor” de la población afrocolombiana ancestral. La alta migración
 es el resultado de la agresividad de los métodos – la coacción y la violencia - que utilizan las empresas extractivas y productoras de palma africana y arracacho para establecerse en el territorio. Las técnicas de uso y aprovechamiento que estas implantan violan los derechos territoriales de las comunidades negras, generan desplazamiento y atentan contra los recursos naturales por sobreexplotación y contaminación de bosques, manglares, suelos, ríos, mar, etc.

Los datos demográficos sobre las islas que habita la población raizal, indican una alta densidad de la población de aprox. 1415 habitantes/km2, según datos del DANE (Censo 2005), en un territorio terrestre que apenas representa el 0.0043% del área total del país. No es posible desglosar la información por isla, lo cual sería más útil para demostrar la desigualdad en la distribución de la población. La situación es aún más crítica si se tiene en cuenta que el número de asentamientos especiales aumenta.

En los últimos 10 años se le ha otorgado mayor participación en los ejercicios de planificación para garantizar la sostenibilidad política; sin embargo, la presión que actualmente ejerce la población de San Andrés sobre los recursos naturales y construidos de la isla, ha excedido los límites de las capacidades de carga de los ecosistemas.

b. Los Territorios Colectivos

La Ley 70 de 1993 reconoce los derechos colectivos de las comunidades negras sobre las tierras baldías en las zonas rurales ribereñas de los ríos de la Cuenca del Pacífico y en las zonas baldías, rurales y ribereñas en otras zonas del país siendo el requisito más importante las prácticas tradicionales de producción
.

 “Las primeras titulaciones colectivas se dieron en el Pacífico, en el departamento del Chocó, el primer grupo obtuvo en diciembre de 1996 cerca de 61.000 hectáreas en el municipio de Río Sucio, el grupo de 217 familias conformó seis Consejos Comunitarios. Al año siguiente le reconocieron título colectivo al Consejo Comunitario mayor del Medio Atrato (Cocomacia), en tres municipios Chocoanos (Quibdó, Bojayá y Atrato) y tres antioqueños (Vigía del Fuerte, Murindó y Urrao), para un total cerca de 696.000 hectáreas, en las cuales habitaban en ese momento 7.904 familias y 39.360 personas.

Esta ha sido la mayor titulación colectiva en la historia de la Ley 70 de 1993. La segunda más grande fue cuatro años más tarde, también en Chocó, otorgada al Consejo Mayor Acadesan (Asociación Campesina del Medio y Bajo San Juan), en los municipios de Istmina, Sipí, Nóvita y Litoral de San Juan, con cerca de 684.000 hectáreas beneficiando en ese momento a 2.577 familias y 15.240 personas.

Según el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural – INCODER-, entre 1996 y mayo de 2010 se expidieron 162 títulos colectivos, sobre 5.215.977 hectáreas, equivalentes al 4.46% del territorio nacional, para 63.440 familias empadronadas (332.589 personas), ubicadas en los departamentos de Antioquia, Cauca, Chocó, Nariño, Risaralda y Valle del Cauca, ordenados de mayor a menor superficie adjudicada.

Los títulos colectivos están en 62 municipios de los seis departamentos, incluyendo baldíos en la cuenca del Pacífico y territorios en Urabá Antioqueño (Vigía del Fuerte, Murindó, Turbo); Urrao en Suroeste; y Frontino, Sopetran, Zaragoza, Anorí, Segovía y Yondó (occidente, nordeste y Magdalena Medio antioqueños)” 

A ello se le debe agregar el título colectivo de Palenque de San Basilio y los Consejos Comunitarios que actualmente están organizados  en Tolú Viejo, San Onofre, María la Baja, los Palmitos, San Jacinto y otros que están en procesos de buscar la titulación colectiva de territorios como el Carmen de Bolívar.

De acuerdo con la Ley 70 de 1993 y el Decreto reglamentario 1745 de 1995, se establecen los Consejos Comunitarios como formas de administrativas y de gobierno que “ejerce la máxima autoridad de administración interna dentro de las Tierras de las Comunidades Negras, de acuerdo con los mandatos constitucionales y legales que lo rigen y los demás que le asigne el sistema de derecho propio de cada comunidad
”.

Se encuentran conformados a la fecha 176 Consejos Comunitarios
 con diferentes procesos de aprendizaje organizativo y de planificación del territorio en marcha. El apoyo técnico de diversas instituciones públicas – CAR’s, Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, ONGs, etc. – ha sido requerido para elaborar los planes de manejo y de ordenamiento y los reglamentos internos.

c. La titulación colectiva y el ordenamiento del territorio

La titulación colectiva de los territorios ancestrales de la Población Afrocolombiana/Negra en el Chocó Biogeográfico “se ha convertido en un nuevo mecanismo de ordenamiento territorial al avanzar en la conformación de las Entidades Territoriales Indígenas ETIS y en las Divisiones Territoriales Afrocolombianas DETAS, como nuevas entidades en la organización política y territorial del país, de acuerdo con lo previsto en los artículos 285 y 286 de la Constitución Política”.
 De acuerdo con esta perspectiva, el INCODER estaría impulsando la creación de entidades territoriales Afrocolombianas lo cual constituye un gran paso hacia la autonomía en la gestión del desarrollo de la población manteniendo la protección de la integridad social, cultural y de la diversidad biológica.

El ordenamiento del territorio como Política de Estado debe garantizar el derecho al etnodesarrollo en el caso de la Población Afrocolombiana, Negra, Palenquera y Raizal, entendido como el respeto de usos según vocación de suelos, conservación de la diversidad bio-cultural, el desarrollo de las comunidades y la sostenibilidad de los arreglos institucionales.

En este propósito las limitaciones para la titulación en zonas de similares condiciones a la del Pacífico de acuerdo con lo estipulado en la Ley 70 de 1993 radica en la falta de áreas de uso para la población afrodescendiente por el paulatino proceso de “estrechamiento” y desalojo del que ha sido objeto la población por la expansión de importantes áreas para la agroindustria como la caña de azúcar en los departamentos de Valle y Cauca o las recientes plantaciones de palma aceitera en la Costa Caribe y el Pacifico Sur colombiano en los departamentos de Valle, Cauca y Nariño. Aun los territorios ancestrales para la producción de alimentos en el archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina están siendo cada vez más reducidos por la expansión de las áreas turísticas y el comercio en manos de terceros.

Las movilizaciones y demandas de la población afrocolombiana para el cumplimiento de la norma en torno a la titulación colectiva ha contribuido a la constitución de mecanismos como la Mesa Departamental de Tierras en el departamento del Cauca en la que “Líderes comunitarios y técnicos de las UMATAS avanzan en la identificación de fincas y áreas susceptibles de titulación en el Norte del Cauca tras haber definido los criterios para ello. En Puerto Tejada (el Palenque Monte Oscuro) los Consejos Comunitarios han identificado predios que están en procesos de extinción de dominio para solicitar la titulación colectiva”
.

Casos de mayor particularidad y aun no resueltos, lo constituyen situaciones como la de las comunidades de la cuenca del río Naya, incluida dentro del título de propiedad de 117.750 Has donado por el General Francisco de Paula Santander a la Universidad del Cauca en 1827 lo que ha impedido el reconocimiento del derecho colectivo a las tierras ancestrales a las comunidades negras que habitan la cuenca y por consiguiente ha impedido la aplicación de la Ley 70 de 1993 a pesar de que sus antepasados compraron su libertad y territorios por manumisión
.

La Población Afrocolombiana, Negra, Palenquera y Raizal ha participado en mayor o menor grado en la formulación de los planes o esquemas de ordenamiento territorial (POT y EOT), sin embargo aún no hay suficiente información sobre resultados de seguimiento para determinar el cumplimiento de éstos. El seguimiento que hizo a CORALINA del Esquema de Ordenamiento Territorial (EOT) del Municipio de Providencia y Santa Catalina en los años 2003 y 2005 demuestra la debilidad institucional y poca o falta de voluntad política para la implementación del EOT vigente desde el año 2000. Hay Territorios Colectivos y zonas costeras e insulares que no han incorporado sus propuestas de ordenamiento a los POT o EOT Municipales por diversas razones, los primeros por mantener su autonomía étnica
 y los segundos, porque la Ley 388 no incorpora el espacio costero-marino como parte integral del territorio nacional.

d. Obstáculos para el ordenamiento y manejo de los territorios colectivos y tradicionales.

A pesar de que la titulación colectiva representa un avance importante en la autonomía de las comunidades negras
 uno de los principales obstáculos para el ordenamiento territorial, la elaboración de los planes de manejo y los reglamentos internos es la falta de recursos financieros de los Consejos Comunitarios, la dependencia de instituciones públicas y ONG’s y las confusiones que ocasionan la diversidad de orientaciones y visiones de organizaciones que prestan apoyo y asistencia técnica. Según la Ley 70, los recursos financieros para la investigación aplicada a las realidades y potencialidades de las comunidades negras para facilitar su desarrollo social y económico provienen del gobierno nacional; de estas investigaciones hacen parte las comunidades negras.
 La implementación de los reglamentos internos como instrumentos para el cumplimiento de los planes de manejo se dificulta porque estos rigen solamente para el Consejo Comunitario en su área respectiva; el reconocimiento de la comunidad es condición para que tenga fuerza de “norma” en el territorio.

Un segundo obstáculo es la falta de coordinación interinstitucional. Hay relaciones conflictivas entre los Consejos Comunitarios y el INCODER, las alcaldías, las Corporaciones Autónomas Regionales y de Desarrollo Sostenible, la Unidad Administrativa de Parques Nacionales y el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial MAVDT por el traslape de jurisdicciones y funciones. Los conflictos se refieren a la falta de reconocimiento pleno de los derechos territoriales aduciendo la existencia de derechos de propiedad preexistentes, la lentitud con la cual ocurren los trámites de titulación, políticas, planes y programas de los sectores industrial, agrario, pesquero y minero, la delimitación clara de las jurisdicciones de Consejos Comunitarios y Alcaldía, la definición de zonas rurales y urbanas, la propiedad de los recursos naturales para el otorgamiento permisos, concesiones y licencias para su uso, el traslape de áreas protegidas y territorios colectivos y la titulación de manglares.

El tercer obstáculo importante es la falta de seguridad en el ejercicio de los derechos territoriales. De acuerdo a las comunidades negras y los movimientos sociales, la Procuraduría Nacional, la Defensoría del Pueblo y las organizaciones religiosas entre otros, las intervenciones del gobierno nacional en los dos últimos años están afectando los derechos de propiedad de los territorios colectivos. En la Cuenca del Pacífico el INCODER (también el INCORA) han expedido actos administrativos reconociendo la ocupación ilegal de baldíos por parte de empresas agroindustriales asociadas al cultivo de palma africana. Según una publicación del Periódico El Tiempo de octubre de 2005, a las comunidades negras de Jiguamiandó y Curvaradó se les han descontado 10.000 hectáreas de los títulos colectivos adjudicados. El informe del INCODER del año 2005 sobre las áreas que eran propiedad privada antes de la expedición de la Ley 70 es cuestionado por cuanto difiere del informe de la misma entidad del año 2004 – en el primer informe las áreas representaban el 7%, el último informe se refiere al 50% de las 20.000 hectáreas.

El cuarto obstáculo identificado es que los territorios colectivos atractivos para el gobierno y el sector económico se han convertido en zonas de conflicto por usos. Los usos e intereses de las comunidades negras no coinciden con los usos e intereses del gobierno, del sector productivo dominante del país y de los cultivos ilícitos. Los corredores viales
 algunos asociados a la explotación mineras; los proyectos hidroeléctricos
; la expansión de la agroindustria asociada a los cultivos de palma africana, banano, arracacho, caña de azúcar y coca en el Baudó, Cauca, Valle del Cauca, Nariño y Urabá; el poliducto Buga-Bahía Málaga, el Puerto de Tribugá y el canal interoceánico en el Urabá chocoano para mencionar solo algunos, ejercen presión sobre los territorios colectivos, de los cuales los recursos naturales y la Población Afrocolombiana/Negra, Palenquera son parte.

Ley 70 de 1993 y Proyecto de Ley de Tierras y Desarrollo Rural
El Proyecto de Ley de Tierras y Desarrollo Rural, presentado por el Gobierno Nacional al Congreso de la República, sufrió un revés en la medida que no realizó, con las Comunidades Afrocolombianas e Indígenas, la Consulta Previa Libre e Informada, como mecanismo de diálogo y concertación intercultural. 
Para poder conocer y determinar las acciones a seguir frente a proyectos, incluyendo los de ley, obra o actividad, que se pretenda realizar dentro de sus territorios, que afecte su integridad étnica y cultural, en particular en las áreas de territorios afros e indígenas, obliga a todos los agentes públicos y privados de acuerdo con la Ley 21 de 1991 a la Consulta Previa, libre e informada.
En éste sentido el prospecto de Ley, en el título III, Capítulo VIII, tiene establecida una Política Integral para Grupos Étnicos respetando los derechos territoriales de dichas comunidades en la ampliación, saneamiento y reestructuración de las mismas. Para el caso de las comunidades negras, extensibles incluso sobre los predios y mejoras adquiridos  por el INCODER, las entidades públicas o privadas en su beneficio y sobre las tierras de ocupación comunitaria, y aquellas de propiedad privada que sean cedidas por los titulares integrantes de las comunidades étnicas para la constitución de los respectivos títulos; el estudio de necesidades de dotación de tierras; programas de desarrollo rural, Planes de Ordenamiento, administración y manejo territorial para las comunidades étnicas, amén del cumplimiento y seguimiento de la función social y ecológica del territorio.

Elementos estos, que si bien son plausibles en la propuesta de ley para el desarrollo rural por parte del Estado y el gobierno, que son absolutamente complementaria de los intereses afros, olvida las demandas en materia de desarrollo rural por las propias comunidades afrocolombianas, negras, palenqueras y raizal en los siguientes aspectos:

· Las poblaciones afrocolombianas reclaman una política de reconocimiento y gobernabilidad en los territorios colectivos y de los consejos comunitarios a escala local, departamental, nacional e internacional;
· Seguida de la gobernabilidad en los territorios colectivos, se encuentra el uso respetuoso y riguroso del mecanismo institucional de la consulta previa;
· El fortalecimiento institucional de dichos consejos comunitarios para la toma de decisiones y apropiación del territorio en especial de los usos productivos que implican apoyo en la construcción de reglamentos internos y planes de manejo territorial;
· La instalación de instrumentos estadísticos de información sobre las actividades productivas, la demografía, indicadores socioeconómicos y georeferenciación de los territorios;
· La Defensa de los derechos étnico territoriales de la Ley 70 de 1993, donde la legislación agraria introduzca esta figura de acuerdo con la más reciente normatividad jurídica de la ONU;
· De igual manera urge la necesidad de reglamentar los Capítulos IV (Uso de la tierra y protección de los recursos naturales y del ambiente), el V (Recursos mineros) y VII (Planeación y fomento del desarrollo económico y social);

· La expansión de las áreas de titulación colectiva en los marcos que lo permite la Ley 70 de 1993 y la legislación nacional en materia de tierras tanto del Pacífico como fuera del mismo en la medida que lo demanden las comunidades como el caso de los Montemariano, en este aspecto hay coincidencias con las apuestas del gobierno, inclusive con las Zonas de Reservas Campesinas;
· También las Comunidades Afrocolombianas, Negras, Palenqueras y Raizales demandan por programas de fomento y desarrollo agropecuario (administración técnica y financiera de proyectos, planificación agroecológica y capital semilla, incentivo a la capitalización rural y servicios de biodiversidad y la pequeña minería asociativa al estilo de la minería verde);
· Hasta el objetivo de elevar las condiciones de vida de las comunidades afrodescendientes de las zonas territoriales, iguales a las del promedio nacional en materia de saneamiento básico, salud, educación desde el preescolar hasta los altos niveles de educación superior, acceso a la ciencia y la tecnología con calidad y pertinencia. 
Ley 70 de 1993 y la Etnoeducación Afrocolombiana
Otro de los aspectos de impacto y trascendencia de la ley 70 de 1993 lo ha constituido la etnoeducación afrocolombiana, que recoge históricas y anheladas reivindicaciones del pueblo afrocolombiano, negro, palenquero y raizal a través del movimiento social afrocolombiano. 
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Elementos estos que están centrados en el capítulo VI de la ley donde establece los mecanismos para la protección y desarrollo de los derechos y de la identidad cultural, que está orientado, a combatir el racismo y la discriminación racial en la sociedad colombiana, visibilizar y afectar positivamente, con los valores de la afrocolombianidad, todo el sistema educativo; el permitirle al pueblo afrocolombiano el acceso a la educación técnica, tecnológica, científica con calidad y pertinencia, desde el preescolar hasta los altos niveles de educación superior y por otra parte crea el espacio institucional de participación del pueblo afro, negro palenquero y raizal para agenciar concertadamente con el Estado sus intereses en materia etnoeducativa a través de la creación de una Comisión Pedagógica Nacional de Comunidades Negras.

Fruto de ello surgen de manera asociada la ley 115 de 1994, Ley General de Educación, la Ley 397 de 1997, Ley de Cultura, la Ley 1482 de 2011, Ley Antidiscriminación y los Decretos Reglamentarios 804 de 1995 que establece la educación para las comunidades étnicas, el 1122 de 1998 que establece la cátedra de estudios afrocolombiana, el 1627 de 1996, que establece los créditos educativos condonables, administrados por el ICETEX, para estudiantes universitarios afrocolombianos y el acceso a través de acciones afirmativas a los mismos en los establecimientos de educación superior, el 3323 de 2005 y 140 de 2006 que establece el concurso de méritos para docentes Afrocolombianos, Negros, Palenquero y Raizal;  y el Decreto Reglamentario 2249 de 1995 que crea la Comisión Pedagógica Nacional como órgano asesor del Ministerio de Educación Nacional para agenciar la implementación de la etnoeducación afrocolombiana en el sistema educativo nacional recogiendo todos los mandatos y postulados de dicha legislación y reglamentación en materia etnoeducativa.

Pero de especial interés, como mandato de la Ley 70 de 1993 en su artículo 42, se indica que “el Ministerio de Educación Nacional debe formular y ejecutar una política de etnoeducación para las comunidades negras”.

Si bien existen avances en esta materia expresadas en los lineamientos curriculares para la cátedra de estudios afrocolombiano, un atlas virtual afrocolombiano, la ejecución de un primer concurso de etnoeducadores, que vinculó a más de 6.000 docentes en la planta del magisterio, que ha beneficiado a más de 10.000 estudiantes afros universitarios con los créditos educativos condonadles, hay acceso extremadamente limitado de estudiantes afrocolombianos a las universidades públicas y privadas, producción de materiales educativos al respecto y  la política etnoeducativa afrocolombiana en proceso, no avanza más allá por voluntad del gobierno nacional y el ministerio, sino bajo la iniciativa y presión del Movimiento Social Afrocolombiano.

La calidad, cobertura y pertinencia educativa en los marcos de las demandas de la Ley 70 de 1993, leyes asociadas y decretos reglamentario aún no llega a las comunidades afrocolombianas negras, palenquera y raizal de toda la nación.

El sistema educativo sigue intacto y perpetuando el mismo esquema de racismos y discriminación racial, invisibilización y ausencia de prácticas educativas que den cuenta, en la forma y contenidos curriculares, en todo el sistema educativo, de la diversidad étnica y cultural, de los estudios y valores de la afrocolombianidad tanto en contexto propios como interculturales.

En los momentos actuales, el Movimiento Social Afrocolombiano viene presionando y exigiendo, del Estado y el gobierno, la Política Pública de Etnoeducación Afrocolombiana demandada por la Ley 70 de 1993 en su artículo 42 que está centrada en los siguientes aspectos:

1. La Inclusión de la afrocolombianidad, con todos sus aportes a la construcción de la nación, promoviendo la interculturalidad en todos los niveles del sistema educativo colombiano;

2. El fortalecimiento de los procesos de educación propia de las comunidades afrocolombiana, negra, palenquera y raizal;

3. La atención a la primera infancia, la niñez y la juventud afrocolombiana negra, palenquera y raizal;

4. La inclusión de programas para las comunidades afrocolombiana negra palenquera y raizal con necesidades educativas especiales;

5. El impulso de conformación y fortalecimiento de redes de conocimiento etnoeducativo de las Comunidades Afrocolombianas, Negras, Palenqueras y Raizales;

6. La concertación con el gobierno de la política pública etnoeducativa afrocolombiana; 

7. La gestión y financiación de la política etnoeducativa afrocolombiana “Hacia un sistema educativo intercultural”;

8. Y la evaluación y seguimiento de dicha política coordinada por el MEN y la Comisión Pedagógica Nacional de Comunidades Negras, CPN.

Para tal efecto, en el momento, la concreción de la política etnoeducativa afrocolombiana en mención se encuentra paralizada, a raíz de que no hay claridad legal en los mecanismos de participación del Movimiento Social Afrocolombiano a través de sus espacios de representación que le permita interlocutar con el Estado y el gobierno nacional las políticas trazadas y encaminadas de la Ley 70 de 1993.

Ley 70 e Inclusión Social
El Capítulo VII de la Ley 70 de 1993 establece la planeación del desarrollo económico y social como un todo integral para las poblaciones afrocolombianas negras, palenqueras y raizales. Precisamente éste capítulo orienta con claridad el desarrollo económico, social, científico, territorial y ambiental autónomo de acuerdo a las particularidades de la misma, proporciona y establece los mecanismos para tal fin, como los espacios de representación tanto nacional, departamentales y locales en los consejos de planeación territorial, en las CARs (Corporaciones Autónomas Regionales), y con la creación de una comisión de estudios para la formulación de un plan de desarrollo de las comunidades negras a largo plazo como marco de referencia para los planes de desarrollos nacionales que respeten la diversidad étnica y promuevan el desarrollo sostenible de acuerdo a la cosmovisión de las comunidades afrocolombianas.

En éste campo, la Comisión Consultiva de Alto Nivel, espacio de concertación de máxima representación del pueblo afro negro, palenquero y raizal, también creada como exigencia del artículo 45 de la Ley 70 de 1993, instauró en su interior dicha comisión, que desde el gobierno de Andrés Pastrana
, ha elaborado con diligencia varios planes de desarrollo, hasta el momento no han sido revestidos de los recursos para su ejecución, sino que han quedado en letra muerta.

El primer Plan de Desarrollo elaborado a favor de las comunidades negras en el gobierno del Presidente Andrés Pastrana fue el de “HACIA UNA NACIÓN PLURIÉTNICA Y MULTICULTURAL 1998-2002” con un costo que sobrepasó más del billón y medio de pesos ($ 1.597.510.000.000.oo), quedando en el papel y sin recursos para su ejecución.
El segundo Plan de Desarrollo elaborado por la Comisión de Estudios se dio en el gobierno del presidente Álvaro Uribe Vélez
 denominado “PLAN INTEGRAL DE LARGO PLAZO POBLACIÓN NEGRA, AFROCOLOMBIANA, PALENQUERA Y RAIZAL 2007-2019”, quedó a la espera y sin recursos para ser aprobados por el Congreso de la República, en la medida que no fue validado con las comunidades mediante Consulta Previa Libre e Informada en cada uno de los territorios afros rurales y urbanos.

El tercer Plan de Desarrollo para la vigencia del actual gobierno en la presidencia del Dr. Juan Manuel Santos Calderón, ha sido denominado “PLAN NACIONAL DE DESARROLLO DE COMUNIDADES NEGRAS, AFROCOLOMBIANAS, RAIZALES Y PALENQUERAS 2010-2014: HACIA UNA COLOMBIA PLURIÉTNICA Y MULTICULTURAL CON PROSPERIDAD DEMOCRÁTICA” con un monto de nueve billones de pesos ($9.000.000.000.000), en los cuales no hay claridad y rutas precisas para su ejecución, al menos para el Movimiento Social Afrocolombiano.

En últimas, los tres planes de desarrollo elaborados por las Comisiones de Estudio de la Subcomisión de Plan de Desarrollo de la Comisión Consultiva de Alto Nivel, en sus diferentes conformaciones y sesiones en cada gobierno vigente, ha recogido las iniciativas y demandas serias de las comunidades afrocolombianas negras, palenqueras y raizales desde sus propias realidades objetivas asumiendo los mandatos de la Ley 70 de 1993.

Pero desafortunadamente los gobiernos han invertido ínfimos recursos para las reuniones de la Consultiva de Alto Nivel, la Comisión Pedagógica, proporcionado uno que otros dineros para los créditos educativos condonables para estudiantes universitarios afros administrado por el ICETEX, incluso para las becas Fullbright, pequeñas investigaciones y publicaciones en materia etnoeducativa, pero hasta la fecha no existe realmente la voluntad política del Estado y los gobiernos por llevar a cabo con impacto la inclusión y el desarrollo económico social para el pueblo afrocolombiano.

Otro de los aspectos, en ésta línea, ha sido la dura iniciativa del movimiento social afrocolombiano por llevar a cabo el desarrollo económico social de las comunidades, como lo han sido la lucha por defender políticas públicas con enfoque de derechos étnico diferencial afro en los entes territoriales.

Casos como los de Antioquia, Bogotá D.C, Bolívar y Cartagena, Barranquilla en el Atlántico, Pereira, Risaralda, entre otros, logrando ordenanzas departamentales y acuerdos municipales, incluso en espacios de gobernabilidad peligrosos como lo ha sido los territorios en los Montes de María bajo el liderazgo de la Mesa de Organizaciones Montemarianas con el Etnoplan donde recoge diez municipios de la región con el acompañamiento de la Iglesia, la Unión Europea y el PNUD, pero que aún no son parte de las políticas departamentales y locales, sino son una iniciativa audaz que referencia el norte de lucha y participación de dichas comunidades por su proyecto étnico de vida territorial, económica, social, política y cultural entre otros.

Esta iniciativa, de políticas públicas, para socavar a largo plazo las inequidades y desigualdades raciales, viene siendo dirigidas en lo que el Movimiento social afro negro, palenquero y raizal ha denominado “La Agenda Étnica Afrocolombiana” que busca incluirse en los Planes de Desarrollo de los municipios y el departamento, en los siguientes aspectos:

1. Programa de fortalecimiento organizativo para participación ciudadana de la población afrocolombiana (Ley 135/94 y Ley 70/93), con proyectos como:

· Fortalecimiento institucional de las organizaciones (Apoyo a creación de sedes, adquisición de equipos, etc.).

· Apoyo a encuentros y eventos institucionales.

· Capacitación para la participación ciudadana.

· Desarrollo de liderazgo y fortalecimiento organizativo-.

· Creación de la promotora y oficina de asuntos étnicos.

2. Programa de fomento al acceso de la juventud a la educación técnica y universitaria (Ley 70/93, Ley 375/97, Ley 115/94), con proyectos como:

· Gestión por los Gobernadores y Alcaldes de convenios de admisión especial y auxilios de matrícula a favor de los estudiantes afrocolombianos.

· Creación del Fondo de Créditos Educativos condonables para estudiantes universitarios, en los municipios y en el departamento.

· Establecimiento de convenios con centros docentes universitarios y tecnológicos, que puedan ofrecer oportunidades educativas a la juventud.
3. Programa de desarrollo de la Etnoeducación y la Cátedra de estudios Afrocolombianos (Ley 70/93, Decreto 1122/98, y Decretos 804/95), con proyectos como:

· Plan de implementación de la Etnoeducación y la Cátedra Afrocolombiana.
· Capacitación docente sobre Etnoeducación y los Estudios Afrocolombianos.

· Diseño y adquisición de material didáctico y de consulta sobre los estudios Afrocolombianos.

· Organización de eventos académicos sobre la identidad cultural y los Estudios Afrocolombianos.

· Programación del mes de la Afrocolombianidad.

4. Programa de fomento de la cultura afrocolombiana (Ley 70/93, Ley 397/97), con proyectos como:

· Fomento de la cultura afrocolombiana apoyando los grupos y eventos de danzas, música, y teatro entre otras artes.

· Celebración del Día Nacional de la Afrocolombianidad (Ley 725 de 2001)

· Celebración de conmemoraciones y festividades patronales de la población afrocolombiana.

5. Programa de promoción del desarrollo económico y social de la población afrocolombiana (Ley 70/93, Ley 136/94).

· La administración debe establecer cupos o porcentajes especiales para implementar el derecho de diferenciación positiva o discriminación positiva, a favor de la población afrocolombiana en los diversos programas y proyectos sociales: salud, educación, empleo, recreación, familia, adulto mayor, niñez, desplazados, vivienda, etc.

6. Programa de fomento de la participación ciudadana de las mujeres afrocolombianas (Ley 294/96, Ley 360/93 y Ley 823/2003).
7. Programa de fomento de participación ciudadana  de la juventud afrocolombiana.

8. Programa de sensibilización y cultura ciudadana para la no discriminación, y la adopción por los empleadores de acciones afirmativas a favor de la población afrocolombiana.

9. Programa de diferenciación positiva y prácticas de inclusión, con cupos especiales, de personal y  profesionales afrocolombianos en los concursos de personal de la administración pública.

Igualmente la agenda insta a las organizaciones afrocolombianas, a todas  las poblaciones y las autoridades a realizar los esfuerzos que sean necesarios para crear o fortalecer los  espacios de veeduría y participación ciudadana en los procesos de ejecución de las políticas públicas, en pro de la modernización y eficiencia de las instituciones, el manejo correcto de los recursos públicos y la gobernabilidad eficaz y participativa que se requiere para construir una sociedad nueva, incluyente con progreso social, justicia, democracia y convivencia en paz.

Elementos estos que ponen al movimiento social afro a movilizarse desde lo local para provocar posibilidades de desarrollo, en especial los espacios urbanos donde ya la población por el conflicto social y armado, se ha desplazado forzadamente y busca atención diferencial a través de la dinámica de las políticas públicas con enfoque étnico diferencial.
Ley 70 de 1993 y Ley de Víctimas y Reconciliación.

Las demandas por recursos naturales de las grandes potencias a escala global en los procesos de postmodernización del capitalismo y la profundización del sistema de mercado en los marcos del neoliberalismo por parte de las élites dominantes empiezan traspasar, después del siglo XX, las fronteras territoriales anteriores a la violencia centrada en las zonas andinas para llevarlas a los territorios de los pueblos afros e indígenas.

A partir de la construcción de un discurso dominante en el que las lógicas socioeconómicas de las Comunidades Afros, Negras, Palenqueras, Raizales e Indígenas son irracionales e improductivas, se ha justificado la lógica del mercado, explicando la pobreza de dichas comunidades como consecuencias del desaprovechamiento de sus enormes riquezas para instalar el saqueo en el pacifico colombiano y caribeño que con el desarrollo de la guerra capitalista contemporánea en Colombia, se ha profundizado.

Regiones estas que disfrutaban de una paz, otrora de haber confrontado el régimen colonial esclavista, para apacentarse y desarrollar un entendimiento productivo y cultural centrada en el respeto a la naturaleza, la seguridad alimentaria, la dignidad humana, fuera del permanente racismo, discriminación racial, las extremas desigualdades sociales y la recreación de unos saberes científicos de concepción comunitaria y humanistas, pero que a la par eran tratadas marginalmente, empobrecidas  e invisibilizadas por parte del Estado y las clases dominantes del país.

Territorios, que en la mentalidad anterior de las élites dominantes, eran considerados malsanos, calurosos, inservibles para la agricultura al estilo andino;  selváticas e improductivos; pero que, de un momento a otro, a partir de la década de los ochenta comienzan a ser importantes, cobran una tremenda fuerza en el marco de las políticas globalizadoras, neoliberales y aperturistas, incluyendo las del Caribe para los grandes proyectos portuarios, viales, turísticos, carboníferos y minerales. 

El Pacífico, en particular, y los territorios caribeños después, como los Montes de María se convierten, en el nuevo dorado de las clases económicamente fuertes, de los inversionistas nacionales y poderosos del mundo, se transforman en la tierra prometida y se diseñan megaproyectos ambiciosos en lo que denominaron la era del Pacífico. Lo más inverosímil es que sus pobladores afrocolombianos e Indígenas serían excluidos de esos grandes proyectos, los dueños ancestrales que configuraron con sus luchas dichos territorios, serian planificados sistemáticamente en lo que vendría a ser la más despiadada desterritorialización armada por parte de los aparatos militares, (insurgencia guerrillera, paramilitares, ejercito, policía, los grupos armados ilegales y organismos de seguridad del Estado). 

Como se sabe, son territorios con contradicciones; con muchas riquezas naturales por un lado y de extrema pobreza y marginalización humana por otra,  allí se han identificado enormes e incuantificables yacimientos petrolíferos, nódulos polimetálicos, manganeso, cobre, hierro, carbón, platino, oro, entre otros y una riqueza forestal, agrícola, pesquera, genética y biodiversa sin precedentes amen del corredor para carreteras y puertos como el de Tribugá ya en ciernes, con el Proyecto Arquímedes, entre tantos otros (Léase Equipo Nizkor, Desterrados, Desplazamiento Forzado en Colombia, Mabel Gonzáles Bustelo, 2001) .

Semejante maremagnum de intereses y la expropiación territorial planificada que se venía presentando en el pacífico, la Costa Atlántica y San Andrés y Providencia, activaron la movilización de las distintas organizaciones afrocolombianas e Indígenas desde finales de la década de los ochenta que contribuyeron a materializar en la Asamblea Nacional Constituyente el parto de la nueva carta política del  91, multiétnica y pluricultural.

En dichas acciones y con la alianza Afro-Indígena surge el reconocimiento de los derechos étnicos comunitarios. Con el AT-55, que se convertiría en la Ley 70 de 1993 o Ley de las Comunidades Afrocolombianas, se le reconocerían los derechos a la misma, en materia territorial, ambiental, cultural, económicos y políticos.

Pero, en lo referente al reconocimiento territorial, las intenciones políticas y prácticas del Estado, los gobiernos de turno y los actores armados serían otras, si se hace un análisis objetivo y concienzudo a la luz de los avances de la Ley en mención.

En lo que respecta a la territorialidad, en verdad la ley aún no afirma sólidamente la posesión real de los territorios ancestrales de las Comunidades Afrocolombianas. El sólo mantener los conceptos de “tierras baldías” y las “prácticas tradicionales de producción” en los numerales 4 y 7 del artículo 2º de la Ley 70/93 y el negarle las adjudicaciones territoriales precisamente donde el grueso de la Comunidad Afro ha estado y está asentada históricamente, como lo establece el mismo artículo 6º de la misma ley, demuestran que no existe un reconocimiento aún efectivo de los territorios afrocolombianos.

Aún más los territorios afros están sumergidos en lo que ya hoy han denominado parques nacionales, las concesiones, en las reservas especiales, en las Corporaciones Autónomas Regionales, las sustracciones a las reservas forestales, en las reservas y resguardos Indígenas, en las concesiones, permisos, entre otras, o sea que perversamente están constreñidos los territorios de propiedad histórica de las Comunidades Afrocolombianas.

Incluso la ley, a pesar de materializar la titulación colectiva de cinco millones doscientas cuarenta y dos mil doscientas sesenta y cuatro (5.242.264)  hectáreas territoriales, por el momento en el Pacífico, no ha logrado detener las expropiaciones armadas de facto y los subterfugios legales de terratenientes y grandes empresarios turísticos, palmicultores, mineros, forestales, etc., contra la territorialidad de las comunidades afrocolombianas, establecidas históricamente en el Pacífico, Islas del Rosario, Barú, Tierra Bomba, Chambacú, Montes de María, Palenque, San Andrés y Providencia, entre otras Comunidades Afros, tan pronto la ley fue expedida en agosto de 1993.

Este panorama se agravó con el conflicto armado entre guerrilleros, paramilitares y ejército, que han sembrado y siguen sembrando la muerte de miles de afrocolombianos, desterrados, que cargan a cuestas con la desolación, las angustias, el desplazamiento humano forzado en espacios urbanos con pocas posibilidades de atención y desarrollo, además, de la pérdida de la dignidad humana que sobrepasan más de 2 millones de personas afrocolombianas, de los 5.445.406 desplazados existentes a la fecha  del 2013, según CODHES, en las principales, e intermedias ciudades del país.

El Estado, los gobernantes y los actores armados en conflicto, incluido los narcotraficantes, vienen haciendo añicos los espacios territoriales afrocolombianos.

El proceso institucionalizador que implica la Ley 70/93, la insolidaridad del Estado y los gobiernos nacionales con estas comunidades, la muerte y el pánico de la violencia contra todo lo que sea que luche por los derechos humanos, la restitución territorial y la crisis social, ha debilitado el proceso organizativo de las Comunidades Afrocolombianas y con ello la posibilidad de la defensa de sus derechos territoriales presentes y ancestrales en peligro por la amenaza del gran monstruo desarrollista que impone modelos económicos y culturales ajenos a la historia de la región.

El golpe de gracia para romper la unidad territorial de las Comunidades Afrocolombianas vienen con las nuevas amenazas en lo referente a los distintos esquemas de Ordenamiento Territorial, de la creación de eco regiones, de propuestas oligárquicas y al interior del mismo gobierno, como las que plantean que para salvar del endeudamiento, la pobreza y la corrupción administrativa del Departamento del Chocó, por ejemplo, es necesario incluirlo en el área geofísica general de los departamentos del eje cafetero, Antioquia y Valle del Cauca.
Finalmente, el proceso de ordenamiento territorial en el país que busca la eficiencia geopolítica-administrativa, el manejo de los recursos ambientales, la autonomía, la distribución y racionamiento del gasto público en el marco de la descentralización, tienden a ser un fracaso cuando existen temibles intereses por el control territorial si a esto se les incluye los intereses extranjeros  en materia de recursos naturales renovables y no renovables.

La situación actual de cientos de municipios y de decenas de departamentos al borde de la quiebra total, es la muestra fehaciente de un Estado altamente globalizador, neoliberal y aperturista. Unidades territoriales, que como causa de las anteriores prácticas políticas en materia ambiental, financiera, productiva y administrativa, la ausencia de Estado en muchos casos y la ingobernabilidad en otros por la actual espiral de violencia y bajo un modelo económico como el actual, de gran competencia, que quiebra todo lo que sea social, hace imposible la materialización de un nuevo ordenamiento territorial equitativo, equilibrado y con una verdadera autonomía político administrativa.

En lo que respecta a los pueblos, municipios y unidades territoriales afrocolombianos, esta realidad les golpea con más brutalidad. Territorios empobrecidos, marginalizados, donde la descentralización administrativa les hunde más en el fango de la pobreza, donde la Ley 70/93 a pesar de ser un instrumento legal importante, es poco lo que puede brindar sino cuenta con un sólido respaldo de fuerzas organizadas desde la misma comunidad afrodescendiente.

La opción queda en que las organizaciones afrocolombianas independientes del Estado y las élites dominantes, potencien sus procesos organizativos y participativos ciudadanos a gran escala y movilicen de nuevo políticamente a las comunidades para que presionen con fuerza al Estado y autoridades correspondientes en la solución de sus más urgentes e inaplazables problemas, el respeto de sus derechos humanos, la identidad étnica y cultural y la recuperación de sus unidades territoriales ancestrales que en otrora fueron símbolos de libertad y dignidad y que hoy se hacen necesarios colocarlos a tono con el desarrollo humano de sus gentes y el interés colectivo de los pueblos afrocolombianos.

Según CODHES en su último informe (Documento CODHES No. 26. Bogotá, 2013) “uno de los sectores sociales más vulnerados por el desplazamiento y el desarraigo social, cultural, económico y territorial, precisamente, es el pueblo  afrocolombiano. Pero las dimensiones y características de éste desarraigo se desdibujan por falta de capacidad institucional para hacerlo evidente”.

Para ésta entidad de derechos humanos, en el 2012, por lo menos 51.938 personas afrocolombianas llegaron a todos los departamentos del país huyendo de la violencia antes mencionada, como Antioquia, Valle del Cauca, Cauca, Nariño, Chocó, Bolívar y Putumayo por mencionar algunos y a Municipios como Buenaventura, Medellín, Bogotá, Cartagena, Bagadó, Cali, Suarez, Pasto, entre otros por evidenciar los más connotados.

Así mismo el número de desplazamientos masivos aumentó en un 98% entre 2011 y 2012, y la cantidad de personas que salieron masivamente creció más del 65%.

Expone, como por ejemplo “Los municipios de López de Micay, Timbiquí y Guapi, la población civil ha estado a merced de iniciativas mineras y de narcotráfico durante los últimos años, en estos municipios los grupos armados ilegales se reparten la explotación del suelo y el subsuelo, así como el control de los corredores fluviales de la subregión. Los consejos comunitarios y sus respectivos miembros han sido blancos de los actores armados por medio de asesinatos selectivos (que han incluido descuartizamiento, como ocurrió en Guapi en el mes de marzo de 2012), amenazas colectivas, fumigaciones sobre cultivos lícitos, señalamiento y persecución a los líderes, entre otros”.
En otras palabras el incremento del desplazamiento del Pacifico, según CODHES, es directamente proporcional a la implementación de modelos de economía extractiva. Este marco de causalidad, centrado en lo económico, no desdeña la relación con lo político; por el contrario, el poder político y el poder económico se condensan en una relación interdependiente con el objetivo de imponer dominios territoriales que permitan el saqueo de los territorios afrocolombianos negros, palenqueros y raizales.

“De esta manera las luchas por la autonomía territorial, los procesos organizativos sociales y comunitarios, la búsqueda del control de los recursos naturales por parte de comunidades afrodescendientes y pueblos indígenas y la defensa de los elementos constitutivos de sus culturas son las trabas para el saqueo de dichos territorios”.
 AECID por ejemplo en el 2010 concluye lo siguiente:

“La situación de la población afrocolombiana es bastante preocupante en torno a la realización de los derechos humanos sobre la base de su particularidad cultural. Existen graves violaciones al Derecho Internacional Humanitario en los municipios de mayor participación de población afrocolombiana, especialmente en la región del Pacífico y que se manifiesta en el gran número de población desplazada, masacres, asesinatos selectivos a líderes de consejos comunitarios, amenazas de muerte, y expropiación de territorios por grupos ilegales que están asociados al conflicto armado y a la estrategia de expansión de cultivos agroindustriales y megaproyectos en dicha región. Inclusive, se ha vulnerado el mecanismo de consulta previa, que es el único instrumento que les permite a las comunidades la protección de agentes externos que atenten contra sus derechos como grupo étnico.”

Frente a éste fenómeno el Estado y el gobierno colombiano, entonces,  expiden la Ley 1448 de 2011 o Ley de Víctimas, con el fin de reconocer los derechos de las víctimas como un histórico paso hacia la construcción de la paz,  la centralidad de las víctimas y el pleno reconocimiento de sus derechos como una prioridad absoluta. 

Ley que permite la definición amplia de víctima, el pleno reconocimiento de todos sus derechos y el proceso de restitución de tierra a campesinos desplazados y despojados con base en el principio de inversión de la carga de la prueba. Y más, teniendo en cuenta que casi cuatro millones de personas –hombres, mujeres, niños y niñas–, es decir el 10% de la población colombiana, son víctimas del conflicto armado (Revista, Hechos de Paz, No 61. Edición especial. PNUD, agosto-septiembre de 2011).
Dicha ley para el caso de los afrocolombianos e indígenas establece una política de restitución de derechos y de tierras con un enfoque diferencial de la siguiente forma:

· “Que las medidas de atención, asistencia y reparación de estos grupos harán parte de normas específicas que serán consultadas previamente para respetar sus usos, costumbres y derechos colectivos (artículo 2);
· Que el Presidente de la República tiene facultades extraordinarias para que en seis meses contados a partir de la expedición de la Ley (el 10 de junio de 2011) expida decretos con fuerza de ley para regular los derechos y las garantías de las víctimas pertenecientes a Pueblos y Comunidades Indígenas, Rom y Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras (Artículo 205). De manera particular, deberá: 1) Generar el marco legal de la Política Pública de atención, reparación integral y de restitución de tierras de estas víctimas de conformidad con la Constitución, los instrumentos internacionales, las leyes, la jurisprudencia y los principios internacionales; 2) Consultar a los pueblos étnicos, a través de las autoridades y organizaciones representativas, bajo los parámetros de la jurisprudencia constitucional, la ley y el derecho propio, con el fin de dar cabal cumplimiento al derecho fundamental de la Consulta Previa. Estas facultades extraordinarias buscan respetar la cultura y existencia material de estos pueblos tradicionales e incluir diferencialmente sus derechos en tanto son víctimas;
· Que las facultades al Presidente incluirán, en el mismo término, la modificación de la estructura orgánica de la Defensoría del Pueblo, creando, suprimiendo o fusionando cargos para garantizar el cumplimiento y desarrollo de las funciones y competencias asignadas a la institución en esta ley;
· Que mientras el Gobierno expide los decretos con fuerza de ley, las normas que puedan afectar a estas comunidades quedarán condicionadas a la realización de la consulta previa de todo proyecto, programa o presupuesto que pueda llegar a afectarlas”.
Así pues, se expide el Decreto 4635 de 2011 por el cual se dictan medidas de asistencia, atención, reparación integral y de restitución de tierras a las victimas pertenecientes a Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras.

Centrada fundamentalmente en la reparación integral, entendida ésta como la reparación para que las víctimas afrocolombianas sean restituidas en sus derechos, de modo que se mejoren las condiciones de vida y sea posible volver a construir el proyecto de vida que tenían antes de haber sufrido la violación de sus derechos. La reparación se establece  integral porque incluye varias medidas: la restitución de territorios, la indemnización, la rehabilitación, medidas de satisfacción y las garantías de no repetición tanto para las personas como para los colectivos o comunidades. La reparación incluye también el derecho a conocer, difundir y comunicar la verdad acerca de los motivos y las circunstancias en que se cometieron las violaciones y a acceder a la justicia, es decir, que el Estado adelante una investigación efectiva que conduzca al esclarecimiento de las violaciones, la identificación de los responsables y su respectiva sanción.

Igualmente determina en el decreto la reparación simbólica entendida esta como toda medida adoptada para reconocer el daño causado y asegurar la preservación de la memoria histórica, la no repetición de los hechos victimizantes, la aceptación pública de los hechos, la solicitud de perdón público y el restablecimiento de la dignidad de las víctimas. Las personas o comunidades cuyo hecho victimizante haya sucedido con anterioridad al 1 de enero de 1985 tienen derecho a la reparación simbólica.
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Fuente: http://www.eltiempo.com
El decreto da orientaciones para acceder a las medidas de atención, asistencia y reparación integral ante la personería, la defensoría del pueblo o a la procuraduría, los procedimientos, la inclusión en los registros únicos de población desplazada, los lugares a donde puede recibir orientación y las medidas de asistencias que puede recibir en materia de salud, vivienda, retorno y reubicación, las reparaciones colectivas, indemnizaciones, medidas de rehabilitación, entre otros.

Igualmente establece garantías de no repetición, restitución de derechos territoriales colectivos, y los espacios de participación (Programa Presidencial para la Formulación de Estrategias y Acciones para el Desarrollo Integral de la Población Afrocolombiana, Negra, Palenquera y Raizal. ABC-DECRETO LEY 4635 DE 2011, Bogotá, diciembre de 2011).
Pero desafortunadamente acceder a este proceso se hace tremendamente burocrático, dispendioso de tal manera, que desalienta a las victimas afrocolombianas y hasta peligroso en la medida que las y los líderes reclamantes de los territorios son perseguidos, amenazados, atentados y asesinados, generando inestabilidad y desconfianza en los procesos que se han enfrentado –además- con las demoras a causa de la implementación de la nueva institucionalidad ordenada por la Ley 1448 y representada en la lentitud de los procesos judiciales. 

“Así mismo, constituye un factor de riesgo para el proceso de restitución la vigencia del control territorial por parte de los actores delincuenciales que generaron inicialmente el despojo y que a pesar del proceso de desmovilización continuaron operando con otros nombres en los territorios en los que anteriormente ejercían su dominio (por ejemplo, el denominado Ejército Antirestitución). La gente continúa siendo expulsada y despojada y los lugares escogidos por las autoridades como puntos centrales para la restitución siguen siendo lugares en disputa o en franco dominio por parte de agentes expulsores” (CODHES).

El sólo ejemplo del número de solicitudes de restitución de tierras en un monto de 1332 en Sucre y que cobija los Montes de María con 52.485 hectáreas de territorio fue parejo con la presencia del ejército antirestitución, donde han sido perseguidos, amenazados, hostigados y hasta asesinados los reclamantes en el marco de la Ley 1448 de 2011.

Un espacio de reparación a las víctimas y de reconciliación con ellas y la nación, pasa por recoger el llamado que hace CODHES con motivo del foro agrario sobre participación política llevado a cabo el 17 y 19 de diciembre de 2012 en los siguientes términos:

  “CODHES apoya la búsqueda de un acuerdo de paz entre el Estado colombiano y la insurgencia, ya que considera que la solución definitiva del desplazamiento forzado se encuentra directamente relacionada con la solución de los factores que posibilitan el conflicto armado interno. En este marco, Colombia debe construir un futuro de paz compatible con los derechos de las víctimas en general y en particular de quienes se han visto forzados a abandonar sus territorios, sus bienes, sus lazos sociales, políticos y culturales. El desarrollo rural integral con enfoque territorial y diferencial, no puede pasar por alto la magnitud de los daños causados, en el marco del conflicto armado, en particular de quienes han sido víctimas del despojo y abandono de tierras, y en ese sentido implica reconocer los derechos de las víctimas y su papel en la sociedad colombiana. 

Los colombianos y colombianas han sido víctimas de desplazamiento forzado de diversas formas. Más de 5.445.406 desplazamientos, durante los últimos 26 años. Dentro de este universo de víctimas de desplazamiento, una política de desarrollo rural integral con enfoque territorial, debe tener en cuenta impactos diferenciales del conflicto armado, tal como lo ha identificado la Corte Constitucional al referirse el impacto desproporcionado del desplazamiento forzado sobre mujeres, niños y niñas, grupos étnicos y personas en condición de discapacidad. Del total de desplazados el 52,4% son mujeres, un 65% de personas son menores de 25 años, y que el 28,8% de población desplazada pertenece a algún grupo étnico (22,5% afrocolombianos y 6,4% indígenas).

 El impacto del desplazamiento forzado sobre la sociedad rural es evidente, por ello, una política de desarrollo rural integral requiere una visión de reparación y de paz transformadoras que atienda, por lo menos los siguientes aspectos básicos. 1) La restitución de los bienes (Según la Comisión de Seguimiento a la política pública sobre desplazamiento forzado, 6.6 millones de hectáreas despojadas o abandonadas sin contar con territorios colectivos de indígenas y afrodescendientes) y el retorno o reubicación con dignidad, voluntariedad, seguridad y sostenibilidad; 2) El desarrollo de una política de reparación que permita compensar los niveles de pobreza e indigencia de campesinos, indígenas y afrodescendientes, generados por el desplazamiento y el desarraigo; 3) La interpretación del derecho a la igualdad, de forma que las víctimas que vivían en una situación de pobreza y exclusión rural antes y durante el conflicto, puedan acceder a programas efectivos de desarrollo y acceso a sus derechos ciudadanos; 4) Que el nuevo modelo desarrollo rural contemple políticas especiales para los desplazados en materia de acceso a tierras, asistencia técnica y financiera y acceso a redes sociales de protección, en aras de crear condiciones efectivas de reasentamiento en sus antiguos territorios o en los que decida construir su futuro. En ese sentido, la reparación transformadora y la garantía de no repetición exige una clara política de restitución de derechos territoriales (no sólo la devolución de la tierra), es decir, la garantía del goce efectivo del derecho al territorio por parte campesinos, indígenas y afrodescendientes con condiciones de seguridad, autonomía y dignidad.

 Las desigualdades sociales y formas específicas de territorialidad del campesinado, de indígenas y afrodescendientes, hacen imperativo avanzar en un modelo con enfoque de derechos e incluyente, que implica diálogos entre diferentes modelos de desarrollo, y no la imposición de un único modelo que profundice las inequidades en la sociedad rural y desconozca la posibilidad de que campesinos, indígenas y afrodescendientes sean agentes de su propio desarrollo, con las garantías que para ello debe brindar el Estado.

 A manera de conclusión la reparación y la paz transformadoras y el desarrollo rural integral, precisan de la realización de una serie de reformas sociales y económicas que permitan la reconstrucción del tejido social a nivel local, la estabilización socioeconómica y sociopolítica de las víctimas, y la adecuación y ordenamiento de los territorios desde una perspectiva en la que se garanticen los derechos sociales, culturales, económicos y ambientales de los distintos tipos de poblaciones y pueblos que habitan en ellos. 

La auténtica reconciliación se basa en el reconocimiento de la verdad y la responsabilidad de los actores y de los daños causados y en su reparación transformadora”.
Papel de la Ley 70 en un escenario postconflicto
La Ley 70 de 1993 ,como lo ha reflexionado el movimiento social afrocolombiano, politólogos, académicos, intelectuales, escritores, entre tantos otros, fue el mayor avance conquistado por el pueblo afrocolombiano, negro, palenquero y raizal en el reconocimientos de sus derechos étnicos, territoriales, ambientales, culturales, sociales y políticos conculcados desde la colonia esclavista incluyendo la era republicana hasta 1991 que se convirtió en pueblo sujeto de derechos y componente fundamental en la construcción de la nación colombiana.

Pero también ha sido un instrumento que le ha costado sangre y sacrificios al pueblo afrocolombiano para poder capotear uno de los momentos de la historia más sangrienta y dolorosa en la construcción de la nación Colombiana en su época contemporánea por defender sus territorios y el derecho a una concepción de vida y dignidad humana que choca contra las lógicas de las políticas capitalista del desarrollo tanto nacionales como internacionales que se vienen imponiendo con el poder de las armas en sus espacios territoriales y la inacción de un Estado que aún no se instala dentro de la diversidad étnica y cultural de su propia nación reclamante.

Pero también, como herramienta del pueblo afro, permite la oportunidad para fortalecer y recomponer en primera instancias las fuerzas participativas del Movimiento social afrocolombiano en su interior en la reflexión del como imaginarse como pueblo, romper las herencias atávicas de debilidad, dispersión y confrontaciones internas que traban los avances en las luchas por el reconocimiento poniendo en la mesa de la unidad los mínimos objetivos comunes para alcanzar el bienestar del pueblo afro.

Para el movimiento social afrocolombiano como sujeto político, haciendo el buen uso de la Ley 70 de 1993 en el nuevo espacio postconflicto, deberá garantizar:

· En primera instancia, la reglamentación de sus capítulos faltantes, la solución de los mecanismos de representación y participación étnico ciudadana que le permita interlocutar con el Estado y sus diferentes gobiernos en posición fuertemente organizada social y políticamente, en ésta nueva etapa;
· Por otra parte resolver la tenencia colectiva de los territorios y su administración para desarrollar la vida con dignidad, tanto de los que están allí como los que son parte de los nuevos espacios poblacionales urbanos como consecuencia de la desterritorialización forzada, enfrentar el impacto de la minería a gran escala amenazante de la seguridad y soberanía alimentaria, no solo de los afros sino de toda la nación colombiana, elevar el nivel de vida de las comunidades exigiendo, con iniciativa en mano, políticas públicas con enfoque étnico-racial diferencial allí donde estén ubicadas las comunidades y alcanzar con éxitos la reparación integral de quienes han sido víctimas de una guerra que nunca ha sido suya y que ha violado, incluso, los mínimos del derecho internacional humanitario con mecanismos más expeditos, efectivos y seguros;

· Y forjar en última, espacios de construcción de una paz participativa e incluyente no solo para la población afrocolombiana sino también para todos los sectores que han sido vulnerados y excluidos en la construcción de la nación en cada localidad, y en cada región. 

Pero muy en especial el papel de la Ley 70 de 1993 en manos del movimiento social afrocolombiano debe garantizarle, en este nuevo espacio postconflicto, la construcción de su propio espacio político con el suficiente poder para incidir desde y con el Estado a favor de los anhelos del pueblo afrocolombiano y entregarle, a las nuevas generaciones de afrocolombianos, un instrumento político de preservación y ampliación de deberes y derechos que sean trascendentes para enfrentar los retos y desafíos de cada época. 
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CAPÍTULO II.
Ley 70 de 1993 y los Montes de María en el marco del VI encuentro cultural afromontemariano: “Impactos, logros, dificultades de la Ley 70 de 1993 con énfasis  en desarrollo rural y etnoeducación”
María la Baja, Casa de la Cultura, 29 de mayo de 2013
Contexto: Los Montes de María  

Los Montes de María con una extensión de 6.466 Km2, son una subregión del caribe colombiano integrada por 15 municipios, 8 del departamento de Sucre y 7 del departamento de Bolívar: Carmen de Bolívar, María La Baja, San Juan Nepomuceno, San Jacinto, Córdoba Tetón, El Guamo y Zambrano son los municipios montemarianos bolivarenses. Mientras que los municipios de Morroa, Los Palmitos, San Antonio de Palmito, Chalán, Ovejas, San Onofre, Colosó y Toluviejo, son municipios montemarianos perteneciente a Sucre. Además de los municipios de Corozal y Sincelejo, considerados área de influencia regional de los Montes de María. 
Mapa 1 Ubicación Geográfica de los Montes de María
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Mapa 2 División Sociopolítica de los Montes de María
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Su ubicación geográfica la convierte en una región estratégica por la gran fertilidad de sus tierras, el potencial de la ganadería, los recursos naturales que tiene y por ser un corredor estratégico entre el interior y el caribe colombiano. 
En la región la presencia histórica de las comunidades Indígenas, Afros y Afroindígenas ha sido muy activa en la tenencia y defensa étnico territorial y su cultura, lo que generó una fuerte organización campesina pero con el contraste de la pobreza, conflictos y violencia, impuesto por grupos armados y foráneos que tienen interés en el corredor estratégico y los grandes recursos naturales allí existentes.

Los Montes de María, por ésta importancia que reviste, es uno de los espacios geográficos de la nación en el que el conflicto armado ha agredido con significaciones inigualables a las poblaciones  Afroindígenas  expresada en más de 56 masacres como las del Chengue, Colosó, El Salado, Macayepo, Pichilin, Las Brisas, entre otras.

Para la Iglesia (Programa Ecuménico de Acompañamiento en Colombia): “Durante los últimos cuarenta años, guerrillas y paramilitares han desplazado y asesinado a cientos de miles de campesinos y pobladores de la región que tiene la triste fama, en que los paramilitares, políticos, militares, empresas y narcotraficantes  hicieron alianzas nefastas para apropiarse de las tierras, dineros del erario público y explotación de los recursos naturales que afectaron las comunidades y generaron daños incalculables en el tejido social”

En éste mismo sentido para el equipo de estudios ILSA: “Los actores armados ilegales han disputado históricamente el dominio territorial de la región por su ubicación estratégica para el tráfico de armas y de estupefacientes; en especial el Golfo de Morrosquillo (vía al mar) se convirtió en un corredor para la comercialización de la cocaína que se procesa en la serranía de San Lucas, al sur del departamento de Bolívar. Junto a estos intereses los actores armados ilegales introdujeron y consolidaron una estrategia de control político, orientada a la financiación y apoyo de campañas electorales, y a la cooptación de entidades locales con el objetivo de apropiarse de los recursos municipales que deberían ser destinados a la inversión social en salud, educación, infraestructura y vivienda.

Desde hace un par de décadas, el dominio territorial de los actores armados ilegales en los Montes de María, se alió con los intereses del capital en el reordenamiento territorial, consolidando así la concentración masiva de tierras y la implementación del nuevo modelo de desarrollo agroindustrial, el cual requiere de grandes extensiones de tierra para ser competitivo y rentable”
 
La respuesta natural a este fenómeno, por parte de las poblaciones Afroindígenas, que no están en los marcos de éstas lógicas del desarrollo impuesto, ha sido organizarse para la defensa étnica territorial y cultural de sus derechos históricos, presentes y futuro. Hecho que le ha acarreado el asesinato y las amenazas de sus líderes que reclaman la tierra y restitución de las arrebatadas, al igual que  defensores de derechos humanos, así esté la presencia de los organismos de seguridad del Estado, las organizaciones ilegales continúan asesinando y colocando en peligro a los actores de la sociedad civil que trabajan en la reconstrucción del tejido social y la búsqueda de la paz con justicia y equidad.

Esto evidencia el grave problema de tierras y territorios que tienen las comunidades Afro, Indígenas y Afroindígenas de los Montes de María cuya titularidad se ve amenazada por los intereses de sectores armados y comerciales tanto nacionales como extranjeros, cuyas acciones van en detrimento del patrimonio cultural e histórico de los mismos, cuestión que sin duda atenta contra la preservación, reproducción y transmisión de sus usos y costumbres, en las cuales juega un papel fundamental la relación que se establece con el territorio como el lugar en el que se construye el andamiaje simbólico que significa las cosmovisiones de los pueblos de ascendencia africana.

El conflicto armado es un segregador de los lazos sociales y comunitarios, socava las posibilidades de la acción colectiva y busca debilitar la fuerza comunal de las organizaciones, líderes y lideresas que trabajan por la mejora y el desarrollo de sus comunidades, frente a ello entonces las comunidades mismas con su propia fortaleza humana e identitaria más la solidaridad y el apoyo de organismos internacionales, nacionales e institucionales y de cooperación viene construyendo alternativas de vida.

1.1 La presencia de procesos sociales
En éste sentido la población afrocolombiana ha participado en muchos de los proyectos ejecutado al interior del tercer Laboratorio de Paz, en calidad de ejecutora o destinataria directa de las acciones. Así, en el componente temático del LP III, ha ejecutado directamente cuatro iniciativas en cuatro departamentos y, al interior del componente geográfico, cinco proyectos han beneficiado específicamente a la población afrocolombiana. Además, un número consistente de proyectos que se desarrollaron en municipios con presencia de población afrocolombiana, tienen entre sus destinatarios a representantes de esta población. 

Entre estos proyectos, en los Montes de María el LP III apoyó el “Fortalecimiento organizacional, étnico, social, cultural y político en las comunidades afrocolombianas para la incidencia en políticas públicas y equidad de género - Resistencia de palenques para la vida” ejecutado por la “Asociación Cultural Afrocolombiana, Sones de Torobé”

La “Mesa Regional Afrocolombiana” de Montes de María, como espacio de articulación y diálogo de la sociedad civil afrocolombiana en el Marco del Programa de Desarrollo y Paz de Montes de María, le ha venido apuntando desde su creación (2006) y en correspondencia con el ETNOPLAN o Plan de Vida “Resistencia de Palenque para la Vida” al fortalecimiento identitario de la población afrocolombiana, con la finalidad que se apropie de su cultura, sus usos, tradiciones y cosmovisiones, aportándole a la multiculturalidad como un aporte a la paz y la convivencia de la región.

Desde esta perspectiva entonces el Programa de Desarrollo y Paz de Montes de María en 2006, junto con los programas de redes del PNUD, han ayudado al surgimiento y proceso de fortalecimiento en primera instancia de la mesa regional Montemariana con cuatro (4) municipios (San Jacinto, San Onofre, María La Baja y Sincelejo, después, en una segunda, con el III Laboratorio de Paz, se anexan los Palmitos, Tolú Viejo, Colosó, Carmen, San Juan, pasando a ocho municipios (8), en la que finalmente, en la elaboración del plan de vida se incorporan los Municipios de Ovejas y Zambrano.
Fruto de ello se han fortalecido las 10 mesas con apoyo del Instituto Republicano Institucional e Instituto Nacional Demócrata, en aras de fortalecer a la comunidad Afromontemariana como sujetos políticos, con capacidad de participación en espacios públicos y privados con pleno autoreconocimiento. 
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1. SEXTO ENCUENTRO AFROMONTEMARIANO,  EN LA CASA DE LA CULTURA DE MARÍA LA BAJA. 

El 29 de mayo de 2013 se ha realizado el “Sexto encuentro cultural afromontemariano”, programación de carácter comunitario, académico y cultural que ha tenido como fin  fortalecer social, cultural y políticamente la población afromontemariana, un aporte a  la construcción de  la nacionalidad colombiana que le apueste a la paz y convivencia de la región. En el marco del evento y considerando que en agosto del 2013 la Ley 70 cumplirá 20 años,  el encuentro quiso promover, en la región, un esfuerzo de análisis sobre logros y dificultades en la implementación de esta ley en particular alrededor de los temas del desarrollo rural y la etnoeducación afrocolombiana.

El evento se llevó a cabo, con el auspicio de: La Mesa Afrocolombiana de los Montes de María, el PNUD, la Unión Europea, El Ministerio de Cultura, el Departamento para la Prosperidad Social, el INCODER, y la Fundación Red de Desarrollo y Paz de los Montes de María.

Al encuentro asistieron más de 200 personas de los 10 municipios monterianos que conforman la Mesa, incluyendo invitados, personalidades, niños, jóvenes, adultos y mayores.
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La agenda desarrollada fue la siguiente:

1. RECEPCIÓN DE DELEGACIONES DE 8:30 a 9:00 AM (María La Baja, San Onofre, Tolú Viejo, San Juan, San Jacinto, El Carmen de Bolívar, Zambrano, Ovejas, Los Palmitos y Sincelejo).

2. INSTALACIÓN DEL EVENTO (DE 9:00 a 9:15 AM)

· Wilder Rojas Peláez, Secretario Técnico Mesa Regional Afrocolombiana de Montes de María.
· Eduardo Menco González, responsable Tejido Social Fundación Red Desarrollo y Paz de los Montes de María.
· Dra. Diana Mancilla, Alcaldesa Municipal de María La Baja

3. PONENCIA SOBRE SITUACIÓN DE TIERRAS (DE 9:15 a 9:35 AM). INCODER – UNIVERSIDAD JAVERIANA. Dra. Yenly Méndez)

4. PONENCIA SOBRE ETNOEDUCACIÓN EN MONTES DE MARÍA (DE 9:35 a 9:55 AM) Conferencista Dorina Hernández Palomino.
5. INTERVENCIÓN DEL TALLERISTA CENTRAL DEL EVENTO (DE 9:55 a 10:15) Mg. Iván Alberto Vergara Sinisterra 
6. MUESTRA FOLKLÓRIKA (DE 10:15 a 10:30 am) Grupo de Bullerengue “Chumbum Gale Compae de María La Baja
7. TRABAJOS EN GRUPOS (10:30 a 12m)
· ETNOEDUCACIÓN (Concurso, Cupos Universitarios, Créditos Condonables, Implementación de la Etnoeducación)
· VÍCTIMA Y AMENAZADOS, POBLACIÓN AFRO SIN TIERRAS (Líderes amenazados y ¿qué hacer? Identificación de Posibles Territorios)
· TERRITORIOS COLECTIVOS, GESTIÓN ETNICO TERRITORIAL Y ZONAS DE RESERVAS CAMPESINAS (Consejos Comunitarios existentes por municipios y estado actual, Adquisición, Legalización y adjudicación territorial, Qué papel debe jugar la población afro en relación con la Zona de Reserva Campesina en el marco de la Ley 70 de 1993 y  Ley 1448 de 2011)

8. PLENARIA 12:00 m a 12:40 PM

9. CONCLUSIONES DEL FORO (DE 12:40 PM a 1:00 PM)

10. ALMUERZO (DE 1:00 a 1:30 PM)

11. CIERRE (1.30 a 2:00 PM)

Desarrollo del evento. Por situaciones de clima presentada por lluvias en la mañana, el evento inicia pasada un poco de las diez de la mañana, con la intervención del Secretario Técnico de la Mesa Afrocolombiana de los Montes de María, Wilder Rojas Peláez y por la Fundación Red de Desarrollo y Paz de los Montes de María, Eduardo Menco González responsable del Tejido Social, quienes le dan una gran bienvenida a las delegaciones de los diferentes municipios que conforman la mesa, la tarea misional de ambos organismos en pro de los intereses de las comunidades Afromontemarianas por alcanzar la paz, el acceso a la tierra, el desarrollo social y cultural,  pero sobre todo, el fortalecimiento de una comunidad como sociedad civil étnica actuante y con empoderamiento político, recuperada en su tejido social para alcanzar condiciones de vida dignas y dentro de los marcos posibles que puede dar la Ley 70 de 1993, máxime en una era de postconflicto al que hay que prepararse con claridad y firmeza.

A dicho encuentro no asistió la Dra. Diana Mancilla, Alcaldesa Municipal de María La Baja.

Seguida de la instalación del evento interviene la Dra.  Yenly Méndez en Nombre del INCODER -Universidad Javeriana.

De entrada presenta el contexto de la situación territorial en el país, que en estos momentos son de gran discusión en los diálogos de la Habana, y que marcarán los caminos a seguir con respecto a un eje central que ha sido el motor del conflicto y la violencia a lo largo y ancho de la nación que afectado descomunalmente a las comunidades étnicas, en especial a las poblaciones afrocolombianas, negras, palenqueras y raizales en los momentos contemporáneos en Colombia

Hace exposición del significado de las Zonas de Reservas Campesinas, como desarrollo de la Constitución Nacional, su papel en el reordenamiento territorial, las posibilidades para el campesinado sin tierra y la territorialidad viable para las Comunidades Afrocolombianas desterritorializadas por la violencia asumiendo las oportunidades que pueda brindar la Ley 70 de 1993.

Igualmente hace claridad sobre el ordenamiento productivo de los territorios y mecanismo para contener la concentración de la tierra y el acceso a la misma. Las Posibilidades para el campesinado afrodescendiente haciendo uso de la realización de la consulta previa libre e informada en lo referente al tema de las reservas campesinas, con espacios pertinentes para el efecto de los planes de desarrollo que afecten a las comunidades afros, pues esta hace parte de los acuerdos establecidos entre el Ministerio de Agricultura, INCODER, Mininterior, entre otras entidades que tengan que ver con los derechos de los pueblos afrocolombianos en materia territorial.

Expresa también los problemas existentes en la convivencia de diversidades en un mismo territorio que son zanjadas por el INCODER muchas veces de manera equivocada, atizando más el conflicto y las injusticias, por lo tanto se hace necesario actuar de manera acorde a esas realidades. Caracterizar dichos espacios conflictivos. La diversidad que debe mirarse no como problema sino como potencialidad, el crear una figura del otro que facilite la convivencia armónica, y la zona de reserva campesina puede ser una de ellas. 
Posteriormente interviene la Dra. DORINA HERNANDEZ PALOMINO, con el tema la ETNOEDUCACIÓN EN LOS MONTES DE MARÍA

Se presenta ante las comunidades dándoles un gran Saludo en el Idioma Palenquero

Así mismo expresa que la etnoeducación afrocolombiana surge por iniciativa de las propias comunidades afros en cuyo trayecto ha tenido  ventajas y desventajas.

Ventajas en el sentido que el Movimiento Social Afrocolombiano ha indicado el camino del cual debe ser esa educación para el pueblo afro plasmada en la Constitución Nacional, la  legislación, las experiencias, los debates colectivos que esta ha generado a lo largo y ancho del país y plantear ideales, horizontes de poder concertar con el MEN sobre la educación que requieren las comunidades afrocolombianas.

Las desventajas se han evidenciado en que realmente no se ha convertido en una política de estado, ni la existencia del compromiso institucional para su implementación, así como la definición de recursos para ello, no opera como una política nacional y aplicada depende más por la iniciativa del Movimiento Social Afro.

La actitud es tan discriminatoria por parte del MEN que para otras políticas educativas hay acción y compromisos por parte del Ministerio, no así para la política etnoeducativa afrocolombiana, el  caso más explícito ha sido la Cátedra de Estudios Afrocolombianos que es marginal y dependiendo de las fuerzas del Movimiento Social Afro en lo territorial.

Sustenta que hay avances en la medida que se ha logrado institucionalizar la etnoeducación afrocolombiana, constitucional y legalmente.

Y ese desarrollo normativo se ha visto precisamente en los Montes de María en las Intencionalidades, deseos y sensibilidades, además de aceptación y valoración de la política, igualmente del magisterio.

Existen iniciativas y procesos andando, como el caso de María la Baja y San Onofre.

El Nombramiento de docentes etnoeducadores, entre otros municipios de Montes de María.

Por otra parte se observa que docentes y directivos se han limitado al tema laboral y no como un gran compromiso de continuidad de los derechos, actitud esta que estancan el proceso.
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Así mismo plantea que la etnoeducación no es una formula o recetario para todos los espacios, es un proceso que se construye colectivamente con la comunidad, en los Proyectos Educativos institucionales o Proyectos Etnoeducativos Municipales,   no son los mismo. Hay puntos de diferencias y particularidades.

Unos de los énfasis en que debe centrarse la etnoeducación afrocolombiana es en la riqueza de la territorialidad y recuperación del tejido social de la comunidad a raíz del conflicto armado. Hay que cambiar la manera folklorizante de ver la etnoeducación afrocolombiana y girarla al desarrollo de la riqueza territorial, humana y cultural de los Montes de María.
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Incorporar los valores étnicos afros en cada acto y acción de práctica cultural, encontrarle y enseñar las intencionalidades que existe en ello de manera pedagógica.

Ejemplo la estructura de cuagros como unidad y solidaridad comunitaria, como la preservación del territorio. Pasar de la práctica de la cultura, al significado de la cultura.

También existen avances en metodologías que están dando saltos para la formación,  para participar en las decisiones de país y de nuestro pueblo.

Terminada la ponencia de la Dra. Hernández Palomino, interviene el Señor Iván Alberto Vergara Sinisterra consultor contratado a corto plazo por el Programa Desarrollo Regional Paz y Estabilidad  y  la Fundación Red de Desarrollo Social de los Montes de María, en torno a los alcances e impactos de la Ley 70 de 1993 en los aspectos territoriales y etnoeducativo.

Introduce en su intervención una explicación histórica de la opresión y la explotación de los afrodescendientes  en las Américas sobre bases racistas heredadas de la colonia que conllevó al no reconocimiento de derechos a las poblaciones afrocolombianas que perviven en el presente y expresadas en las actitudes de las elites dominantes en prácticas racistas y discriminatorias a la hora de aplicar políticas públicas y en los actores armados al lado de sectores poderosos en los despojos territoriales y la muerte física y cultural en la que han sometido a las comunidades negras.

Precisa que la Ley 70 de 1993 surge como respuesta y presión del Movimiento Social Afrocolombiano como mandato constitucional y legal convirtiendo al pueblo afro en sujeto de derechos. En el marco territorial la Ley 70, generó un poderoso impacto al lograr que territorios propios no reconocibles por el Estado hayan sido adjudicados, más de 5.250.000 hectáreas a las comunidades que las han ocupado de forma colectiva  históricamente y constituidas  en su hábitat, desarrollando prácticas tradicionales de producción, que le permiten la pervivencia productiva diversificada, el equilibrio ecológico, la seguridad alimentaria, entre otras. Estos mecanismos son susceptibles de ser extendidos al resto de la nación con características similares y a las poblaciones afros de Montes de María, y toda la región del caribe colombiano, incluyendo las Zonas de Reservas Campesinas, que han sido despojadas de sus territorios por parte de terratenientes, latifundistas, el capital transnacional y los actores armados, paramilitares y guerrillas para que accedan al territorio con derechos etnoculturales y alcanzar condiciones de vida digna, en paz y desarrollos bajo lógicas propias del desarrollo productivo colectivo y comunitarios sin perder de vista los avances de la globalidad.

Continúa su intervención argumentando que la Ley 70 de 1993, recoge la etnoeducación afrocolombiana en el capítulo VI donde establece los mecanismos para la protección y desarrollo de los derechos y de la identidad cultural desde los artículos 32 hasta el 39, de tal manera que el movimiento social afrocolombiano ha logrado avanzar en los requerimientos de una política de etnoeducación afrocolombiana que aún está pendiente, las acciones afirmativas con cupos especiales para estudiantes afros  en las universidades del país, los créditos educativos condonables, la cátedra de estudios afrocolombianos, y el concurso de etnoeducadores que aún se escapan en cumplimiento por parte del Estado bajo el estricto rigor en que están concebidas en la constitución, la legislación y las reglamentaciones establecidas para tal fin en vez de violarlos e incumplirlos sistemáticamente, la Dra. Hernández fue clara en ello en su exposición. Fenómeno que igual se presenta cuando las comunidades afrocolombianas, como el caso de los Montes de María, aún no son sujetos de políticas públicas con enfoque de derechos étnicos, diferencial en la administración de los entes territoriales de la región.

La esperanza queda desde el propio interior del Movimiento social afrocolombiano seguir fortaleciéndose para empoderarse como sujeto político e impactar en las decisiones Estatales y gubernamentales con el apoyo de organismos multilaterales, la cooperación internacional, la solidaridad de vastos sectores de la sociedad colombiana, el acompañamiento y el apoyo de entidades como la Fundación de Desarrollo y Paz de los Montes de María.

Finalmente aclara, que el pueblo afro ha luchado por todos los colores, ahora le toca luchar duro por sí mismo contando con la solidaridad y reconocimiento de todos los sectores amantes del progreso social y étnico.

Terminada la intervención,  la señorita Arlinis Jucia Sanmartin Ruiz, aspirante a reina del bullerengue da un saludo a toda la comunidad presente, hace énfasis en su pertenencia étnica afro y llama al apoyo a conquistar dicha corona al igual que hace un llamado a la unidad y el fortalecimiento de los actores sociales y políticos afros de los Montes de María.

Se pasa luego a la presentación cultural muy amena, identitaria y lúdica entre la comunidad donde se presentaron varias danzas y piezas musicales propias de las comunidades Afromontemarianas y de la región afrocaribe.
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Siguiendo la programación la comunidad presente se organizan en tres grupos para debatir la problemática de la comunidad afromontemariana a saber:

PRIMER GRUPO: ETNOEDUCACIÓN (Concurso, cupos universitarios, créditos condonables, implementación  de la etnoeducación) Relator y ponente.
SEGUNDO GRUPO: VÍCTIMAS Y AMENAZADOS, POBLACIÓN AFRO SIN TIERRA (Líderes amenazados, qué hacer, identificación de posibles territorios).
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TERCER GRUPO: TERRITORIOS COLECTIVOS, GESTIÓN ÉTNICA TERRITORIAL, ZONAS DE RESERVAS CAMPESINAS (Consejos comunitarios existentes y estado actual en los Montes de María; adquisición, legalización y adjudicación territorial, el papel a jugar frente a las zonas de reservas campesinas desde un enfoque afro Ley 70 de 1993).
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Las conclusiones fueron las siguientes:

PRIMER GRUPO: ETNOEDUCACIÓN. 
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1. El concurso de Etnoeducadores Afrocolombianos, Negros, Palenqueros y Raizales está viciado, pues, no hay claridad de las plazas y su ubicación, hay zozobra e incertidumbre. Hay pérdida de esperanza y poco interés del gobierno nacional para que se ocupen la plaza con valores como comunidades negras. Se propone hacer un llamado para lograr articular una red de etnoeducadores y expertos en el tema para ser veedores y defensores de los concursos.

2. Insuficiente los cupos especiales en las diversas universidades que se ofrecen, se deben ampliar los cupos con gratuidad y certificaciones a tiempo por parte de la Dirección de Comunidades Negras y ese proceso debe ser empoderado por la mesa de organizaciones afrocolombianas de los Montes de María.

3. Ejercer la lucha para que los créditos condonables cubra la totalidad de la matrícula en las universidades privadas para los estudiantes afrocolombianos de escasos recursos económicos.

4. Fortalecer el proceso organizativo en especial la mesa afrocolombiana con el fin de empoderar los derechos de las comunidades Afromontemarianas en materia de educación.
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SEGUNDO GRUPO: VÍCTIMAS Y AMENAZADOS, POBLACIÓN AFRO SIN TIERRA (Líderes amenazados, qué hacer, identificación de posibles territorios)
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1. Todos los líderes afros han sido amenazados por cualquier modalidad de defensa y acceso al territorio.

2. ANTE LAS AMENAZAS. Primero cuidarnos a nosotros mismos, segundo, interponer las denuncias ante la fiscalía y solicitar medidas cautelares de seguridad.

3. Hacer cumplir los mecanismos de ley del 1448 de 2011, hacer responsable a los alcaldes y secretarios de gobiernos, la instalación de los comités de justicia transicional, hacer pronunciamientos por parte de la mesa afro de la subregión de los Montes de María.

4. La mesa que haga pronunciamiento antes los diferentes estamentos y hacer respetar los derechos y la vida de los líderes.

5. Identificar con las entidades públicas las extensiones de tierras acumuladas que están en manos de terratenientes y solicitar la expropiación y adjudicación de las mismas, hacer cumplir la Ley 70 y la ley rural 160 de 1994.

6. Iniciar el proceso de negociación fundamentados en las ZRC.

7. Las Fincas identificadas susceptible de ser solicitadas para ser tituladas bajo los referentes de la Ley 70 de 1993 son las siguientes. María la Baja (La Candelaria, Cacceta) Tolú Viejo (La Ponderosa, Manchuria, Las Colinas, Finca Palenquillo) y una de San Jacinto cuyo nombre no se recuerda.

TERCER GRUPO: TERRITORIOS COLECTIVOS, GESTIÓN ETNICA TERRITORIAL, ZONAS DE RESERVAS CAMPESINAS. 
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1. Los territorios de Montes de María son de la comunidad afro y deben seguir existiendo y defendidos por la comunidad, siguiendo los legados ancestrales de Benkos Biohó.

2. Tenemos el derecho de exigir, porque tenemos la iniciativa organizativa por ello estamos aquí!

3. Actualmente estamos organizados por consejos comunitarios y organizaciones de bases afros donde solo en Palenque de San Basilio le han dado la titulación colectiva y tenemos consejos comunitarios en Tolú Viejo, San Onofre, María la Baja, los Palmitos, San Jacinto y otros están en proceso como el Carmen de Bolívar.

4. El objetivo nuestro como afrodescendientes organizados es la protección del territorio, la conservación de la diversidad cultural, vegetal, animal y mineral, tener la autonomía del territorio, la gobernabilidad para garantizar la soberanía alimentaria que está peligrando con los monocultivos y proyectos que atenta con esto, acabando así con la cultura y las prácticas tradicionales de la población afro.

5. Para fortalecer los consejos comunitarios y organizaciones de base de los Montes de María es necesario que el gobierno nacional, departamental y local tome conciencia y eviten ceder terreno a las transnacionales.

6. Nuestra tierra ha sido expropiada y despojada por terratenientes y grandes empresarios monocultivadores a través del conflicto armado, utilizando diferentes artimañas legales (Masacres, asesinatos selectivos y desapariciones forzadas)

7. Hay más de 7000 Has. de monocultivos concentradas y las comunidades afros sin tierra.

8. Nos ha costado muertos el conflicto que para nuestro dolor aún no termina. 

9. Nosotros y nosotras vemos necesarios e indispensables hacer la consulta previa libre e informada en el territorio. Hay una propuesta de Zona de Reserva campesina no pensada por nosotros para eludir el acceso nuestro a la colectivización de tierras en el marco de la Ley 70, ya tienen un plan de desarrollo al respecto.

10. Somos nosotros los que decidimos con respecto al territorio y lo debemos seguir haciendo.

11. En lo normativo es necesario la socialización, que  haya claridad de la normatividad frente a las Zonas de Reservas Campesinas, para que la comunidad tenga capacidad de decidir por una o por otra.

12. Exigimos al INCODER la agilización de la titulación de territorios colectivos requeridas y gestionadas.

13. Para los eventos en poblaciones afros es necesario que la persona delegada del INCODER venga directamente del departamento de sugerencias de protección de asuntos étnicos, idónea para el territorio, como Daniel Garcés.

14. Con esta mesa se está ratificando a la población afro como propietaria del territorio con título o no de que existimos y defenderemos el territorio hasta el final.

Finalmente después de las plenarias de los grupos de trabajo quedan tres grandes conclusiones:
1. Está delineado el que hacer de las comunidades con la agenda del pueblo Afromontemariano

2. La mesa de organizaciones afromontemariana se erige como el actor social y político en la defensa y gestionamiento de los intereses del pueblo Afromontemariano

3. Establecer la escuela de liderazgo Afromontemariano para preparar el liderazgo que gestione el empoderamiento y el desarrollo de sus comunidades.
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Para cerrar el Secretario Técnico de la Mesa Afromontemariana le solicita a la Unión Europea su apoyo, en la medida en que las comunidades Afromontemarianas han hecho grandes esfuerzos y sacrificios por salir adelante; no sólo para que les condone la deuda que tiene la Asociación Cultural Afrocolombiana “Sones de Torobé” con la entidad, sino también, para que nuevamente les aporte los $78.000.000 millones de pesos (estos que eran parte del Programa del Tercer Laboratorio de Paz, Proyecto Resistencia de Palenque para la vida), para seguir fortaleciendo el proceso de la Mesa Afrocolombiana de los Montes de María.
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Conclusiones
1. La Ley 70 de 1993 durante estos 20 años ha sido y será  una de las herramientas legales más expeditas para el pueblo Afrocolombiano Negro, Palenquero y Raizal, en mantener y defender su reconocimiento étnico racial, territorial, ambiental, social, cultural y político, entre otros, frente al Estado Colombiano, sus sucesivos gobiernos, contra los actores armados ilegales y grupos armados delincuenciales. Como ley hito, después de la abolición legal de las esclavización africana en Colombia es, en los momentos contemporáneos por los que atraviesa el país, una apuestas por el desarrollo en la búsqueda de superar las inequidades de toda índole que cada vez se agudizan en Colombia, sobre todo las del racismo y la discriminación racial que afecta al pueblo afro como trampas que la atan a la marginalidad y la pobreza, además es un arma legal que debe ser ajustada con precisión superando los vacíos existentes en la misma.

2. La Ley 70 de 1993, es una gran esperanza para los pueblos negros de la nación en materia de desarrollo rural bajo las concepciones agradecidas de su lógica cultural, construidas ancestralmente en la medida que históricamente han sido territorios de paz,  relacionada con el buen vivir, legado de sus ancestros. Por ello el desarrollo agrario integral para el pueblo afro  se relaciona bajo los preceptos que la mesa afro participante del Foro “Política de Desarrollo Agrario Integral con Enfoque Territorial”
, realizado en diciembre de 2012 concluye exigiendo el: a) Saneamiento de los territorios colectivos; b) Restricción del uso del suelo; c) Fortalecimiento de los sistemas y las prácticas agrícolas propias de las comunidades; d) Extracción de recursos que no generen impactos negativos en la comunidad; e) Autonomía alimentaria y alternativas de vida en los territorios; f) Adjudicación y otras formas  de uso y aprovechamiento  del territorio; g) El derecho a la ciudad que implica el derecho a la propiedad, uso, tenencia del espacio urbano; h) Sociedades libres del racismo y la discriminación racial estructural, i) Reivindicación al papel de la mujer afro como portadora de vida, identidad cultural y defensora del territorio y la armonización de la misma Ley 70 de 1993 con las Zonas de Reservas Campesinas.

En esta misma dinámica se encuentran también las comunidades afros de los Montes de María que evidencian, en el VI Encuentro Cultural Afromontemariano realizado en María La Baja, que su objetivo primordial es, el de organizarse en “la protección del territorio, la conservación de la diversidad cultural, vegetal, animal y mineral, tener la autonomía del territorio, la gobernabilidad para garantizar la soberanía alimentaria y el desarrollo comunitario que está peligrando con los monocultivos y proyectos que atenta con esto, acabando así con la cultura y las prácticas tradicionales de la población afro. Así mismo fortalecer los Consejos Comunitarios y organizaciones de base de los Montes de María, donde se hace necesario que el gobierno nacional, departamental y local tome conciencia y eviten ceder terreno a las transnacionales”

3. En lo referente a la Etnoeducación Afrocolombiana, otra construcción de la Ley 70 de 1993, queda claro que ello será una posibilidad, solo y solo sí, el movimiento social afro moviliza su capital académico, cultural y pedagógico a escala nacional, departamental y local, para concretar la política púbica de Etnoeducación Afrocolombiana, Negra, Palenquera y Raizal que permita transformar todo el sistema educativo nacional con un enfoque propio e intercultural permitiendo el desarrollo, la visibilidad, la pertinencia, la calidad y la cobertura que el pueblo afro se merece dignamente y donde la valores de la afrocolombianidad como patrimonio, sea asumida tanto por la comunidad como por toda la nación entera.

Para la realidad Montemariana, en la medida que han venido luchando,  dada las características geopolíticas, hace más de 15 años, por la etnoeducación afrocolombiana, desde las plazas docentes etnoeducativas (500 docentes que atienden una población de más de 20.000 estudiantes), unos de los énfasis, en que debe centrarse la etnoeducación afrocolombiana, es en la riqueza de la territorialidad y recuperación del tejido social de la comunidad a raíz del conflicto armado. Hay que cambiar la manera folklorizante de ver la etnoeducación afrocolombiana y girarla al desarrollo de la riqueza territorial, humana y cultural de los Montes de María, desde la práctica cultural, al significado de la cultural Afromontemariana.

4. La Ley 70 de 1993, también pasa por incorporar, más allá de los Planes de  Desarrollo, la concreción de políticas públicas con enfoque de derechos étnico racial de largo aliento, como se ha visto, que permitan superar la marginalidad y la pobreza expresada en los territorios, en las zonas rurales y urbanas en que se encuentran las comunidades afros, los indicadores de Necesidades Básicas Insatisfechas, Índices de Calidad de Vida, Censo DANE 2005 y numerosas investigaciones así lo demuestran. El Movimiento Social Afro, ha sido quien ha venido exigiendo, en todos los entes territoriales donde se moviliza, la inclusión de planes de desarrollo y políticas públicas a los gobiernos territoriales.

El Etnoplan para el caso Montemariano “parte de la visión de las comunidades, y se encuentra transversalizado por el elemento cultural, con perspectivas étnica, de género, generación y región. Tiende a generar equidad social buscando promover la transformación de las relaciones desiguales y discriminatorias, en relaciones de igualdad que reconozcan y respeten al otro de acuerdo con sus diferencias y particularidades. En tal sentido, no sólo apunta a mejorar las condiciones de vida en torno a los índices de necesidades básicas insatisfechas y a la ampliación de cobertura, sino y especialmente, a propiciar el fortalecimiento de la identidad étnica y cultural de la población, al empoderamiento   étnico y al reconocimiento de sus derechos”
 

5. De otro parte, la Ley 70 de 1993, permite como arma legal y legítima que las comunidades que han sido y vienen siendo expropiadas física y culturalmente de sus territorios, en el marco de la ley de víctimas y reconciliación, restablezcan esos derechos. 

“El tema de tierra, en los Montes de María, es el de mayor impacto en el territorio. Los terratenientes se han tomado las tierras, asesinados, perseguidos, desplazados y han comenzado a cambiar nuestras cultura (cultivos, prácticas tradicionales, utensilios, mercadeo, semillas, abonos, etc.). La Zona de reserva campesina, debe ser UNA OPORTUNIDAD PARA PROTEGERNOS. En temas de tierra, hay en el territorio experiencias dignas de ser mostrada en un trabajo como este por ej. La finca "La Alemania" en San Onofre, el cual es un ejemplo de resistencia y rebeldía afro y la creación de los Consejos Comunitarios de San  Jacinto, en la cual el Consejo Comunitario "Eladio Ariza" de San Cristóbal ya tiene fecha para recibir la titulación colectiva por parte del Ministerio. En estos momentos, nos aprestamos a ejecutar allí un programa de mejoramiento de vivienda, de una consulta previa concedida por Ecopetrol” (Palabras de uno de los líderes de la Mesa Afromontemariana)

Así pues estas demanda de las comunidades afros de los Montes de María hace eco a las conclusiones de la mesa afro participante en el Foro sobre Política Agraria en diciembre de 2012 que dice: “…en el marco del conflicto armado interno, se han violado los derechos a la participación y a la autonomía, la identidad cultural, la desarrollo en el marco de sus propias aspiraciones culturales, además de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales. Todas estas violaciones, han acrecentado el desbalance en materia de poder entre nuestras comunidades y el resto de la sociedad colombiana. Por ello, la reparación integra los criterios tales como:

· Proporcionalidad. Las reparaciones deben ser proporcionales al impacto sufrido por el pueblo en el marco del conflicto armado interno.

· Integralidad. Desde la visión del pueblo afro debe incorporar y atender al conjunto de los derechos étnicos territoriales y colectivos.

· Responsabilidad del Estado. El Estado debe reconocer que por su acción u omisión se violaron los DDHH, que esas violaciones afectan en lo individual y colectivo a varias generaciones de renacientes, y que en consecuencia la reparación colectiva al pueblo afro implica una política de Estado que vincule el pasado con el presente. El derecho a la reparación debe, como criterio de no reparación, empoderar a la población afro. La reparación integral debe ser individual, colectiva y étnica…”

6. Así mismo en una etapa de postconflicto el Movimiento Social Afrocolombiano, Negro, Palenquero y Raizal en los marcos de la Ley 70 de 1993 exige de manera concreta que:

A propósito de los diálogos: 
· “Instar a las partes del Gobierno colombiano y Farc-EP, a no levantarse de la mesa sin resolver el conflicto político, social y armado. Sin embargo, manifestamos que los actores sentados en la mesa de diálogos de La Habana, no representan la diversidad étnica y cultural del país. Nosotros como grupo étnico diferencial tenemos concepciones totalmente diferentes sobre el territorio, el cual concebimos como un espacio cultural, espiritual y ancestral, donde construimos nuestra opción propia de futuro en armonía con la naturaleza, desde el buen vivir y el etnodesarrollo.

· Creemos en la transformación de un Estado que se construya desde lo multiétnico y pluricultural donde se generen nuevas relaciones sociales.

· Que los acuerdos emanados en la mesa de negociaciones se discutan con las comunidades y el movimiento social amplio.

· Igualmente demandamos, que los acuerdos que se generen en el marco de los diálogos de paz, no vayan en detrimento de las conquistas del pueblo afro como la Ley 70, la titulación colectiva, el gobierno sobre el territorio entre otras.

· Demandamos la participación efectiva del pueblo afrocolombiano, además del respeto al derecho internacional humanitario.

· Esperamos que los acuerdos pactados en La Habana, beneficien la vida de los millones de afrocolombianos y afrocolombianas que habitan el territorio nacional.

· Como producto de este evento, declaramos que esta mesa afro, se constituye en una comisión de evaluación y seguimiento a la mesa de conversaciones de La Habana”
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Recomendaciones
Desde la perspectiva de la consultoría a corto plazo realizada, pero sobre todo, desde las comunidades afros de los Montes de María respetuosamente se recomienda:
· Seguir apoyando y acompañando a las Comunidades Afromontemarianas en la Ejecución y Desarrollo del Etnoplan “Resistencia de Palenque para la Vida”, por lo que constituye, en el presente y el futuro de mediano plazo,  la reivindicación más sensible a la que le están apostando para su desarrollo con pertinencia étnica y territorial.
· Crear y fortalecer la Escuela de Liderazgo Afromontemariano que le permita a las Comunidades asegurar su capacidad de incidencia política, gestión, participación ciudadana étnico racial y el ejercicio y defensa  de sus derechos en los marcos exigentes de la Ley 70 de 1993.

· Fortalecer la Mesa de Organizaciones Afrocolombianas de los Montes de María en la medida que se ha convertido en un actor político valioso para la movilización de los derechos étnico territoriales de las comunidades e igualmente dotarla de capacidad para actuar frente a los desafíos que se avecinan en la etapa postconflicto generados por los diálogos de la Habana y los procesos de ajustes reglamentarios de la Ley 70 de 1993, a raíz del Gran Congreso Afrocolombiano, Raizal y Palenquero que se va a realizar en agosto de 2013, posiblemente en Quibdó, departamento del Chocó.
· Crear o establecer mecanismos expeditos y efectivos que permitan acercar  y actuar de manera coherente e integral a las entidades gubernamentales departamentales, locales, nacionales, las entidades de cooperación internacional, entre otras, comprometidas y solidarias con las demandas y el ejercicio de los derechos de las comunidades afrocolombianas, negras, raizales y palenqueras de los Montes de María.
Anexo
ANEXO I. INFORME ACTIVIDADES DE PREPARACIÓN AL SEXTO ENCUENTRO AFROMONTEMARIANO
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A partir del día lunes 27 de mayo,  la ATE, ha realizado en los Montes de María las siguientes actividades de preparación al Foro: 
	Días/

Trabajo
	Fecha
	Actividades

	1
	Lunes 27 de mayo 
	Visita a comunidades afrocolombianas cercanas a Sincelejo: Chinulito, Macajám, Ceiba y El Cerro (con la intención de compartir de manera informal con pobladores de la región experiencias y expectativas).

	2
	Martes 28 de mayo
	Encuentro con miembros de la mesa regional afrocolombiana de los Montes de María y de la Fundación Red Desarrollo y Paz de los Montes de María (Objetivo: Contextualizar el proceso que ha venido desarrollando la Mesa afrocolombiana en el proceso de Desarrollo y Paz que articula la Fundación Red Desarrollo y Paz de los Montes de María).  Auditorio Fundación Montes de María.

Encuentro con entidades privadas y públicas que trabajan con población afrocolombiana de la región (OB: Diálogo sobre el Estado del Arte de la política pública afrocolombiana). Auditorio de la Fundación Montes de María.

	3
	Miércoles 29 de mayo
	De 7:00  a 8:30 am. Viaje hacia el municipio de María La Baja.

De 9:00 am a 2:00 pm: participación en el foro.

De 3:00 a 5:00 pm: regreso a Sincelejo.

	4
	Jueves 30 de mayo
	De 9:00 am a 12m. Presentación documento que recoge los resultados del foro y recomendaciones. Presentado a líderes de  la mesa afrocolombiana y a las organizaciones acompañantes. Lugar: Auditorio de la Fundación Montes de María


Desarrollo de la agenda

Para el día lunes 27 de mayo se realizaron las visitas a las comunidades afrocolombianas cercanas a Sincelejo: Chinulito, Macajám, donde se intercambiaron las experiencias de las 52 familias retornadas de Chinulito que hacen parte de la mesa Afromontemariana y las 40 familias de Macajam. Comunidades estas que viven de la producción agrícola que ponen a disposición del mercado local y de las comunidades circunvecinas. En conversaciones, la comunidad, evidencian que son dueños de la tierra, pero la gran mayoría no posee título de propiedad, por lo que están expuestas a perderla sino proceden rápidamente a la gestión de titularidad de la misma, por lo que tienen en discusión la titulación colectiva en los marcos establecidos o que pueden proporcionar la Ley 70 de 1993 al erigirse como comunidad étnico territorial y constituirse en Consejo Comunitario y administrar el territorio que es inalienable, imprescriptible e inembargable,  garantizando equidad y justicia en el reconocimiento y asignación de áreas de trabajo para las familias evitando la concentración de la tierra, el aprovechamiento y uso sostenible de los recursos naturales en bien de toda la comunidad;  o la propuesta actualmente en lo que se denomina Zonas de Reservas Campesina (ley 160 de 1994) por parte del gobierno como mecanismo de restitución de los territorios arrebatados por métodos violentos por parte de los actores armados a las comunidades étnicas y campesinas, figura de ordenamiento territorial que busca entregarle a campesinos de escasos recursos tierras que son del Estado y que no se están aprovechando, hasta el momento hay seis ZRC en Colombia ubicadas en Calamar (Guaviare), Cabrera (Cundinamarca), El Pato (Caquetá), El Sur de Bolívar (Bolívar) para éste caso, El Valle del Río Cimitarra (Antioquia y Bolívar) y en el Alto Cuembí y Comandante (Putumayo). 


Para crear una Zona de éstas, los campesinos deben organizarse y diseñar un Plan de Desarrollo en el que establezcan como vivir dignamente allí, el cómo se sostendrán económicamente y como satisfarán sus necesidades de servicios básicos.

Supuestamente el Estado tiene que darles el apoyo que necesiten para que tengan infraestructura, salud, alcantarillado, energía, entre otros. Expertos en el tema tienen sus reservas como el eliminar el límite de propiedad dentro de las reservas que permita quebrar la concentración de la propiedad; las lejanías de estas ZRC de los centros urbanos, sin vías de comunicación y posibilidades de comercialización de los producido en los marcos agro empresarial de economía campesina, contraria a la de los gigantescos cultivos de productos de exportación.

En éste mismo espacio de visita la comunidad abordó la posibilidad de establecer unidades agroempresariales con lo producido del mango o el aguacate dándole valor agregado y factibilidad de mercadeo a los producido, ya no local, sino regional y nacional.

Finalmente se organizó con la comunidad la presencia al Sexto Encuentro Cultural  Afromontemariano del día 29 de mayo.

Día 28 de mayo, auditorio Fundación Montes de María, jornada de la mañana. Se realizó el encuentro con miembros de la mesa regional afrocolombiana de los Montes de María, representados por Wilmer Rojas Peláez, Milena Montes, Alberto Monterosa, Paulo Manuel Talaibo Padilla y Ana Elena Talaibo. Por la Fundación Red de Desarrollo y Paz de los Montes de María, Eduardo Menco Gonzáles quienes ponen en contexto el proceso organizativo por la paz de las Comunidades Afromontemarianas.

Para Eduardo, funcionario de la Fundación, el Programa de Desarrollo y Paz nace hace 8 0 9 años como  necesidad de la sociedad civil de Montes de María que requería la intervención para la paz, caracterizado por la violencia, la discriminación, la lucha de poderes, violación de derechos humanos, y como iniciativa de la iglesia a través de los obispos conformada por la diócesis de Cartagena, Sincelejo, Magangué y los menonitas. Reciben recursos de la cooperación europea y  de empresas nacionales y promueven el desarrollo y paz, lo cual hacen por medio de la organización de grupos de campesinos, mujeres, jóvenes, de derechos humanos, grupos culturales Afromontemariano a quienes conectan por medio de redes sociales.

Faltaba un ente que pudiera regentar las iniciativas. En el 2004-5, los obispos con el PNUD, crean el PDP, tomando como referente el Magdalena Medio en aras de  visualizar el territorio de manera distinta.

Se han hecho acreedores de recursos del Banco Mundial y la Unión Europea,  para programas de paz y desarrollo, fase inicial y adicional.

Los recursos han llegado para financiar procesos sociales y productivos.

En 2008 se firma el Laboratorio de Paz III en dos espacios geográficos nacionales afectados por el conflicto, Meta y Montes de María, con una extensión de procesos estratégicos territoriales. Proyectos éstos en pos de crear condiciones para la paz.

E igualmente, se establecen otras iniciativas de cooperación con recursos locales, nacionales y mundiales, la articulación con el  PNUD, la gobernación, la empresa privada, la  OIM, UNFPA, el Instituto Republicano Institucional e Instituto Nacional Demócrata, la USAID, INCODER, entre otros, como el Banco Mundial, ISA, Ecopetrol, en fin, grandes aliados financieros para la consolidación de la paz en la región.

Fruto de ello se ha producido gran material y publicado, trabajos de consultores, procesos específicos, entre otros.

La Fundación ha venido trabajando en cuatros grandes procesos y apuestas. La parte política hacia la Administración Pública (Agenda Democrática); hacia la construcción de lo público, brindándoles a las comunidades Afromontemariana capacidades para hacer un trabajo efectivo con 15 alcaldías, dos gobernaciones y los Ministerios, a fin de que el servicio público sea de calidad, se  visibilice a la sociedad civil en la participación y elaboración de los Planes de Desarrollo y en las mesas participe en la elaboración de los planes de trabajo.
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La apuesta por la sociedad civil, el crear un gran movimiento Montemariano, donde confluyan todas las fuerzas de la sociedad civil, para llevar a cabo todas las iniciativas que le permita exigir y ejercer los derechos. Así nace la Red Montemariana con jóvenes, personeros, mujeres, indígenas, campesinas, afros, productores, artesanos, organizaciones de Derechos Humanos, entre otros, constituida por miembros de organizaciones que permitiese la reconstrucción del tejido social.

La otra apuesta de la Fundación ha sido la de los Derechos Humanos, en un territorio violento con lugares de ruta de la muerte, por otra RUTA POR LA VIDA, la reivindicación de la dignidad humana y los DDHH jalonando el enfoque de derechos humanos, la reconciliación y la paz; el acompañamiento a las victimas dentro de los parámetros de la Ley 1448 de 2011 o Ley de Víctimas y Restitución de tierra, ayudando y apoyando la apropiación de la ley para la adquisición de los derechos articulando con los personeros la mesa de víctima, tierras, y organizaciones de DDHH al igual que el acompañamiento a los adultos mayores como víctimas del conflicto.

La siguiente gran apuesta se centró en los procesos socioeconómicos sustentables y sostenibles: TROJA DE LA ECOPRODUCTIVIDAD, acompañando también a la sociedad civil en la iniciativa de sus proyectos productivos sobre seguridad alimentaria y cadenas productivas en la que cuenta con supervisión de la Universidad de Sucre y Corporación PBA.

Son procesos estratégicos territoriales, en correspondencia a los cuatros procesos enunciados.

En estos momentos la Fundación está  ejecutando proyectos con incidencia en los 15 municipios de la región de los Montes de María.

Se cuenta con un equipo de 23 personas entre  Administrativos y Técnicos, el lugar de funcionamiento central de la Fundación es la ciudad de Sincelejo.
La Fundación cuenta y goza de gran credibilidad y buenos relacionamiento estratégicos.

En lo que respecta a la construcción de la MESA AFROMONTEMARIANA, en palabras de Wilmer Rojas, dice que es, “A partir del año 2006, en la región Montes de María, se inició un resurgir de la población afro, como expresión de su proceso organizativo a nivel nacional,  previamente iniciado en las poblaciones de San Onofre y María la Baja, como antecedentes de la Mesa Regional. Este se considera como un proceso significativo para el fortalecimiento organizativo de esta población en la construcción de tejido social en la región Caribe.

La mesa está llamada a desarrollar un activo proceso de reivindicación, exigibilidad y vivencia de los derechos como seres humanos, en virtud de lo cual este proceso desarrolla actividades de educación en perspectiva étnica, de género, generación, sexual, región y derechos. 

De la misma manera, está llamada a fortalecer el proceso organizativo, como espacio autónomo, en el cual asuma las reivindicaciones de equidad, eliminación del racismo y la discriminación, en procura de justicia social.

En ese mismo orden de ideas, orienta a conocer y ocupar los espacios de participación ciudadana reconocidos en la ley 70/93 y sus decretos reglamentarios. Por ello, cada día busca su fortalecimiento organizativo, de articulación y de incidencia política en los planes de desarrollos locales y departamentales.

Cada año se realizan actividades en toda la región. Cada municipio miembro de la mesa, desarrolla actividades locales, bajo la coordinación de la mesa regional, la cual orienta el accionar, fortalece los lazos de solidaridad y apoyo, entre las diferentes organizaciones.

La mesa regional afrocolombiana se proyecta como un ente asesor y dinamizador del proceso afrocolombiano regional, que permita la exigibilidad de  derechos de su población y la coordinación de acciones con las organizaciones de base y las mesas municipales. Para ello, en el año 2018, aspira haber consolidado la incidencia política, social, económica y cultural de las comunidades afrocolombianas de los Montes de María,  con equidad de género y generación.

La última actividad de la mesa, durante el año 2011, tiende a avanzar en la construcción de su Etnoplan de Desarrollo, en aras de direccionar su proyecto de vida de manera cohesionada y coordinada con la cooperación internacional y las administraciones departamentales y locales” 


No es lo afro por lo afro que se lucha, pues muchos intereses grupistas afectan la construcción de un movimiento social afro legítimo, hasta el punto que la existencia de la Comisión Consultiva Departamental de Sucre, ese tipo de intereses, la derrumbaron. 

Por ello era necesario crear procesos alternativos de comunidades negras en las lógicas  de la Ley 70 de 1993. La llegada del Programa de Desarrollo y Paz en el marco de los DDHH para los Montes de María permitiría abordar la situación dentro de los elementos de la diversidad en la construcción de una sociedad civil y con el apoyo asociado del PNUD permitiría el nacimiento  de la mesa afrocolombiana como alternativa, con un programa operativo de US 33.000. Dólares, en el que se hace un mapeo de actores, sin organizaciones e identidad, parteras, artesanos, cultores, en San Onofre, María la Baja, Carmen de Bolívar Zambrano, Córdoba, en los Palmitos, Ovejas, Colosó, dando como resultado la participación social con la capacidad de ir a los espacios e identificarse como tal.

Se hacen encuentros afros y cuando se llega al III Laboratorio de Paz ya se tenía el horizonte claro para donde se iba, para fortalecer las mesas municipales. De allí comienza la ejecución del proyecto sin olvidar el proceso.

Se logran recursos pero con muchos miedos para ejecutarlo, de tal forma que se ejecutan muy pocos, por los niveles exigencias por parte de la cooperación.

El proyecto fracasa y queda una deuda de $35.000.000 de pesos. 

De todas formas hay una capacidad instalada, con actores y alianzas con actores de otros sectores de la sociedad civil, hay gestión e incidencia política. Han existido limitaciones en la medida que otras alcaldías no abren la puerta. Trabajar con el estado es muy complicado por lo desorganizado y la incapacidad de gobernabilidad existente. Elementos estos que impiden consolidar los procesos.

Para Wilmer, hay cuatro líneas y resultados estratégicos; comunidades afros organizadas y con capacidad de gestión; se ha construido un Plan de Vida, Plan de  Etnodesarrollo de Comunidades afros de Montes de María: RESISTENCIA DE PALENQUE PARA LA VIDA, 2012-2018 que no se articulan con el Plan de Desarrollo Municipal y Departamental, que se sintetizan en las siguientes líneas a partir del LPIII y la construcción del Etnoplan:

1. Comunidades afrocolombianas organizadas y con capacidad de gestión.

2. Comunidades afrocolombianas incidiendo en Políticas Públicas y Privadas.

3. Comunidades Afros promoviendo sus valores culturales e identitarios y,

4. Comunidades afros insertadas en los diferentes espacios del Programa de Desarrollo y Paz (PDP).

En este sentido, se necesita fortalecer el proceso social afro en los Montes de María (Zona Estratégica de tráfico de drogas y armas, entre el río Magdalena y el Caribe), pues los actores armados lo han debilitado.

Formar a la comunidad como ciudadanos y comunidad étnica con deberes y derechos para la autogestión y desarrollo propio.

Establecer una escuela de liderazgo afrocolombiano, identidad étnico territorial que le permita a la comunidad afromontemariana superar el conflicto militar que atraviesa  el problema político-electoral en la región que ha generado hambruna, producido un campesinado sin tierra, acabado los labriegos, ya que se han dedicado a los cultivos ilícitos y palma aceitera, la sustitución de cultivos de cacao, por la palma aceitera, la  yuca industrial, etc. 

Por otra parte no existe un compromiso real de los etnoeducadores en los procesos de implementación de la etnoeducación y la cátedra de estudios afrocolombianos. Se requieren lineamientos claros, precisos y comprometidos en el desarrollo de dicha política.

Para Carlos Monterrosa miembro de la mesa afrocolombiana, Los Palmitos, se incorporan a la mesa en el año 2009, como grupo cultural. Hicieron una encuesta para identificar a la  población afro, Implementaron proyectos, organizaron la mesa regional afro, foros, participaron en temas de políticas públicas, procesos organizacionales, la defensa de la política de juventud afro, pero las diferencias políticas generó competencia y fracturó la unidad creándose otra asociación. 

En el momento existen diez (10) mesas de la sociedad civil afro. 

Después de éste encuentro y diálogo se procedió, entonces a  organizar la programación para ejecutar el día 29, EL SEXTO ENCUENTRO CULTURAL AFROMONTEMARIANO.
Día 28 de mayo, jornada de la tarde, Auditorio de la Fundación Montes de María, ENCUENTRO CON ENTIDADES PRIVADAS Y PÚBLICAS QUE TRABAJAN CON POBLACIÓN AFROCOLOMBIANA DE LA REGIÓN (objetivo: diálogo sobre el Estado del Arte de la Política Pública Afrocolombiana). 

A este espacio fueron  invitadas  más de 40 instituciones, de las que se hicieron presentes 10,  relacionadas con los derechos de las comunidades Afromontemarianas desde organismos de cooperación internacional, hasta instituciones nacionales, una de carácter departamental y otra de carácter local, ningún secretario de despacho municipal o departamental, de las que se hicieron presentes, estas fueron, la Secretaría Técnica de la Mesa Afromontemariana, el INCODER, RED ADELCO, La Secretaría de Gobierno Departamental, ECOPETROL, El Departamento de la Prosperidad Social del Departamento de Sucre, la USAID, la Universidad de Sucre, ASOPOAGRO e ICBF.

En lo que se pudo evidenciar, todas las instituciones públicas y privadas presentes apenas vienen desarrollando y están por realizar alguna que otra política pública a favor de las poblaciones Afromontemarianas asumiendo los mandatos y exigencias de la Ley 70 de 1993 o las apuestas de la cooperación internacional a favor de las comunidades étnicas de la nación en materia educación superior, etnoeducación, acceso a territorios, proyectos productivos y de emprendimiento empresarial y fortalecimiento político a la sociedad afromontemariana.

Además el espacio deja entrever serios problemas de identidad étnica por parte de los entes territoriales en materia de política pública con enfoque de derechos y diferencial para la población afro a pesar de existir un Plan Departamental de DDHH y existir un espacio para Asuntos Étnicos, asociando incluso que hay una institucionalidad debilitada y desarticulada en la ejecución de políticas impactantes a favor de la ciudadanía sincelejana.

Pero sin duda existe una lucha por el reconocimiento étnico afro jalonado por la Mesa de Organizaciones de Afromontemarianas y por el acompañamiento de la Fundación de Desarrollo y Paz de los Montes de María.
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� Taller para elaborar la agenda de trabajo para la reglamentación del Capítulo IV de la Ley 70 de 1993 convocado por HACIA y RECOMPAS y auspiciada por el Fondo Mundial para la Naturaleza (WWF por sus siglas en inglés) en septiembre de 2004


� El Tiempo. 20 Octubre de 2005


� Dagua-Bahía Málaga; Dovio - Sipí; Cartago-Novita; Medellín-Quibdó; Urrao-Buchadó-Bahía Solano-Bahía Cupica; Tapón del Darién; Panamericana Pereira-Quibdó-Tribugá


� Urrá I; Calima (I y III); Arrieros de Micay; Boroboro - Mutatá; Telembí; Garrapatas; Hidroeléctricas del Atrato


� Rosero, Carlos (2001). Presentación en el Simposio Internacional


� Gobierno de Andrés Pastrana 1998-2002


� Gobierno de Álvaro Uribe Vélez 2002-2010


� http://peac.co/?p=13. 22 de enero de 2013


� http://ilsa.org.co:81/biblioteca/dwnlds/otras/montes1/informe.pdf. Publicaciones ILSA, Bogotá 2012


� Colectivo de Estudiantes Universitari@s Afrocolombian@s. LA URAMBA, Órgano de Comunicación del CEUNA. No. 7. Bogotá Junio de 2013. 





� Plan Subregional de Etnodesarrollo de las Comunidades Afromontemarianas 2012 – 2018


� Colectivo de Estudiantes Universitari@s Afrocolombian@s. LA URAMBA, Órgano de Comunicación del CEUNA. No. 7. Bogotá Junio de 2013. 


� Ibídem


� Estado del Arte Mesa Afrocolombiana de los Montes de María





PAGE  
[Type text]Página  PAGE   \* MERGEFORMAT 
Para ver trabajos similares o recibir información semanal sobre nuevas publicaciones, visite www.monografias.com

